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No hay juego trancado

a advertíamos en el número anterior que el ré-
gimen había desenmascarado su condición de 
dictadura con las sentencias 155 y 156 del tsj 
(que luego de ese acto ha estado particularmen-
te silente). La fiscal general también consideró 
que dichas decisiones rompían el marco consti-
tucional. Durante todo el mes de abril se ha ge-
nerado una grave crisis de legitimidad del Go-
bierno que ha tenido que recurrir al uso abusi-
vo de la represión como camino para lograr 
sostenerse en el poder. Esto ha implicado al 
menos 29 muertos durante el mes de abril, cen-
tenares de heridos y una represión sin prece-
dentes. Debemos aunar a ello el uso de grupos 
paramilitares (colectivos armados) que han dis-
parado contra la población. 

La oposición ha hecho un conjunto de exigen-
cias que buscan la restitución del orden constitu-
cional: cronograma electoral claro, destitución de 
los miembros que incoaron el golpe judicial re-
ciente, nombramiento de las autoridades del cne 
bajo el procedimiento constitucional establecido, 
liberación de los presos políticos, reconocimien-
to de la Asamblea Nacional y sus funciones por 
los demás órganos del Poder Público, aceptación 
de ayuda humanitaria para superar la crisis. La 
ciudadanía ha acompañado estas demandas. Las 
manifestaciones han sido masivas y constantes. 

Como respuesta a la pérdida de legitimidad, 
el Gobierno de Maduro, el Primero de Mayo, ha 
sumado un nuevo ingrediente que es la “Ope-
ración Constituyente Comunal”. La misma se 
vale de la ambigua formulación de los artículos 
347 a 349 para buscar un mecanismo cuya pre-
tensión es consolidar y consagrar la dictadura 
madurista, así como las prebendas de las elites 
militares y psuvistas que dirigen el país, en con-
tra de la misma población. 

Se quiere convocar a una constituyente sin 
consulta popular sobre sus bases. El Presidente 
se atribuye a sí mismo, sin consulta popular al-
guna, una potestad constituyente que no posee, 
así como tampoco la poseería el 15 % del elec-
torado que firmará una solicitud para semejante 
convocatoria y que de igual manera, según la 

norma del artículo 348, posee igual nivel de ini-
ciativa. Es evidente que en ambos casos, y en 
los demás previstos en ese artículo, debe mediar 
un referendo similar al que hubo en 1999 pues, 
como señalan los artículos 5 y 347, solo el pue-
blo es depositario de la soberanía y del poder 
constituyente originario. 

Estas bases consagran un conjunto de privi-
legios electorales a los grupos organizados del 
partido psuv a través de consejos comunales, 
sindicatos y otras organizaciones afectas al Go-
bierno que no representan sino a un porcentaje 
escuálido del electorado del país. De esta forma 
se omite ir a una elección universal, directa y 
secreta de todos los miembros de esa pretendi-
da constituyente, que implica circuitos electora-
les con similar número de ciudadanos para ga-
rantizar la igualdad del voto. 

Lo que está detrás del sistema planteado es 
que no todos somos iguales, sino que hay algu-
nos que son más iguales que otros, por lo que 
tienen derecho a nombrar representantes que 
otros no tienen. Así, quienes participan en or-
ganizaciones del Gobierno como las comunas o 
sindicatos reconocidos por este, tendrán repre-
sentación extra. Estas instancias elegirían a la 
mitad de esa Asamblea de quinientos miembros 
por lo que ya de suyo imponen la mayoría. Es-
to rompe los principios de universalidad e igual-
dad electoral. Eso violenta el derecho humano 
a la igualdad y todos los derechos políticos y 
civiles, por lo que en caso de consolidarse es-
taríamos bajo el supuesto del artículo 350 de la 
actual Constitución. 

El modelo propuesto recibe el nombre de Es-
tado corporativo y se dio en la historia a través 
de modelos políticos como los soviets en la urss, 
el fascismo en Italia, el franquismo en España. 
La perversidad del modelo ya fue señalada por 
el fundador de esta revista en los años 40. Como 
se verá, sirve a distintos modelos ideológicos, 
pero logra en todos el mismo efecto que es el 
control político por parte de la élite gobernante, 
consagrando modelos dictatoriales. Es evidente 
de igual forma que la intención es aproximarnos 
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al modelo cubano, que bajo el control de un 
partido único tiene sometida a toda esa isla a 
un sistema totalitario y empobrecedor. 

No se nos escapa que la intención real no es 
establecer un nuevo pacto de convivencia entre 
los venezolanos, sino imponer un órgano creado 
a imagen y semejanza de la dictadura, a fin de 
que dicho órgano, pretendidamente plenipoten-
ciario, disuelva la Asamblea, destituya funciona-
rios que hoy resultan incomodos como la ciu-
dadana fiscal, y legitime nuevos préstamos que 
serán objeto de nuevos actos de rapiña e inclu-
so extienda el Gobierno del presidente Maduro. 

Es bueno recordar que en otros tiempos tam-
bién se pensó que con las bayonetas se lograba 
imponer la legitimidad a base del miedo. Así, 
Gómez con múltiples constituciones hechas a su 
antojo; así, Marcos Pérez Jiménez, quien en 1952 
ordenó una Constitución para él, que luego vio-
lentó en 1957 bajo la figura del plebiscito y que 
poco le duró su celebración. En ese contexto es 
bueno recordar que hace 60 años la Iglesia acom-
pañó las luchas democráticas venezolanas, en 
especial bajo la simbólica carta pastoral de Mon-
señor Arias Blanco el 1 de mayo de 1957. Hoy 
también la Conferencia Episcopal Venezolana, 
la Conferencia de Religiosos y Religiosas y otras 
instancias eclesiales lo siguen haciendo, levan-
tando su voz contra este régimen y acompañan-
do a nuestro pueblo en las calles. 

Como cristianos nos vemos en la obligación 
moral de denunciar este camino de opresión al 
que se ha sometido y se quiere seguir sometien-
do a nuestro pueblo. Leyes que consagran la 
tiranía de unos pocos enriquecidos por el do-
minio de los ingresos petroleros, y que bajo en-
gaños cada vez más ineficientes, dejan a la po-
blación entera sumida en la pobreza, la desnu-
trición, la falta de medicamentos básicos, la fal-
ta de atención hospitalaria, dejándoles como 
única opción la salida fuera del país. 

Junto a este cuadro notamos una sociedad 
que de forma civil ha decidido manifestar su 
descontento en las calles. Que no se está dejan-
do engañar por aquellos que saltando por enci-

ma de la puerta de la Constitución y de la de-
mocracia, han privatizado el Estado para sus 
fines. Nuestro pueblo, cada vez con mayor cla-
ridad, no los sigue pues desconoce en ellos la 
voz democrática, popular y ciudadana que nos 
configura como nación. El régimen no tiene 
pueblo, sus mítines están vacíos, lo que exhiben 
son sus armas y la represión. El Gobierno y sus 
instituciones han devenido en ilegítimos.

El movimiento ciudadano que se ha desatado 
en defensa de la soberanía y la democracia en 
Venezuela es una invitación para que las mismas 
fuerzas de represión descubran el sin sentido de 
sostener por la fuerza un Gobierno que no cuen-
ta con base popular, un Gobierno que ha per-
dido su legitimidad pues le ha dado no una, 
sino varias patadas a la Constitución que le sir-
ve de fundamento. La Fuerza Armada Nacional 
(fan) necesita redescubrir su papel institucional 
como garante de la Constitución y de los dere-
chos de los ciudadanos. De la misma forma es 
una invitación a quienes del lado del partido de 
gobierno y sus aliados son verdaderos demócra-
tas, gente realmente preocupada por el bienestar 
de la población, en especial de los más pobres 
que están siendo especialmente golpeados, no 
solo por la miseria, sino por la actividad delic-
tiva de los grupos paramilitares del régimen.

Es a través de la acción civil que será posible 
recuperar un nuevo pacto social que toda la so-
ciedad venezolana está reclamando urgentemen-
te. No se trata de que haya unos ganadores o 
unos perdedores. No se trata de imponer un 
modelo u otro. Se trata de que nos reconozca-
mos ciudadanos, iguales, sin mayores o menores 
derechos por tener una u otra idea o preferencia 
política y que en el marco de un verdadero sis-
tema democrático podamos dirimir nuestras di-
ferencias y alcanzar los acuerdos que restablez-
can nuestra convivencia. 

Sí hay caminos para la resurrección en Vene-
zuela. La lucha de nuestro pueblo en las calles, 
especialmente de los jóvenes, sin armas, con su 
presencia genera la confianza de que llegaremos 
a reconstruir nuestro país. 
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stá claro que la propuesta de justicia y felicidad 
del actual régimen ha fracasado irremediable-
mente y no tiene futuro. Lógicamente los madu-
ristas no lo confiesan públicamente, pero están 
convencidos y lo sufren. Prolongar la agonía de 
este fracaso agrava la situación del Gobierno, 
aumenta el dolor generalizado de los venezola-
nos y eleva el costo: hoy las cosas están mucho 
peor que hace un año para los todos venezola-
nos y para el Gobierno y dentro de un mes el 
sufrimiento será mayor. 

Los “revolucionarios” marxistas, aun en los 
casos en que llegan al poder por la vía electoral, 
se establecen para perpetuarse. No son “partidos 
burgueses” que aceptan la alternancia, la posi-
bilidad de perder el gobierno y pasar a la opo-
sición, recuperarse y volver. No así en la dicta-
dura marxista.

Llegados a este punto lo más sensato es bus-
car la salida democrática excepcional con el me-
nor costo posible. El costo humano y material 
de la reconstrucción será tanto mayor cuanto 
más se prolongue esta agonía. 

Hace un tiempo el Gobierno podía apelar  
–nacional e internacionalmente– a su legitimidad 
y la Fuerza Armada considerarse defensora de 
un gobierno democrático. Ahora los militares 
están obligados a defender a un gobierno dicta-
torial que anuló la an resultante del voto sobe-
rano de los venezolanos, que viola la Constitu-
ción y somete al hambre, a la grave falta de 
medicinas, a la improductividad y a la cotidiana 
pérdida de valor de sus escasos ingresos. La ma-
yoría ve que vivimos en el más corrupto reino 
de la ineficiencia, de la inseguridad y de la re-
presión. Ya no es un gobierno civil con apoyo 
militar, sino un gobierno militar que reprime, 
cargando con todas las consecuencias de sus 
actuaciones delictivas. 

Por donde se mire nuestra tragedia nacional, 
hay que buscar un cambio democrático que es 
imposible sin una decisión predominante en la 
Fuerza Armada para el rescate de la democracia. 
No estamos ante elecciones normales en circuns-
tancias normales. Es imprescindible un gobierno 

de transición, de “salvación nacional”, que abra 
un camino inequívocamente democrático y elec-
toral con decisiones que requieran apoyo masi-
vo y plural para relanzar la economía, sanear la 
inflada, corrupta e incapaz burocracia, recoger 
las armas de su actual posesión y uso malandri-
zado. Es indispensable el apoyo internacional 
rápido y efectivo. Sin todo esto, no hay salida 
democrática exitosa. Nada de esto será posible 
con generalitos, miopes, pequeños y corruptos, 
regodeándose en el disfrute de su botín. Tam-
poco con políticos sin visión, buscadores narci-
sistas que sueñan con su foto con banda presi-
dencial. El chavismo originario e idealista –del 
que algo queda–, debe salir al encuentro de los 
millones de venezolanos a quienes se les ha 
arrebatado la comida, la salud, la seguridad y, 
lo que es peor, la dignidad y la esperanza. 

Es hora de tender puentes hacia aquellos con 
quienes ayer no queríamos hablar y de rechazar 
el falso y burlón discurso oficial dedicado a ocul-
tar la realidad y la gravedad del enfermo. En las 
áreas fundamentales ya se sabe lo que hay que 
hacer, pero es imposible sin unión y sin encuen-
tro con el otro, sin verdadera negociación de 
propuestas y decisiones concretas. Incluso con 
ese gobierno de transición, antes de la no lejana 
elección, hay que sanear y legitimar el cne y el 
tsj, hoy sumisas sirvientes del dictatorial Poder 
Ejecutivo. 

Ya es hora de hablar claramente y sin eufemis-
mos de la salida democrática y de dar sin com-
plejos pasos audaces, que no nos devuelvan a la 
nación enferma de 1992, sino a la producción 
creativa de una Venezuela con futuro y esperan-
za para todos. Estamos en una hora dramática 
que exige y busca en millones de la sociedad 
civil, en la Fuerza Armada, en el régimen y en 
la oposición, decididos y capaces demócratas. 

* Director del Centro de Reflexión y Planificación Educativa (cerpe)

La salida democrática
Luis Ugalde*
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l movimiento sindical de Guayana ha sufrido un 
aplanamiento en la última década, cuyo culmen 
ha sido el reciente asesinato del controvertido 
dirigente del sindicato de obreros de cvg Bau-
xilum, la empresa estatal refinadora de alúmina, 
eslabón primario de la cadena del aluminio en 
Venezuela. 

Dirigentes del veterano movimiento sindical 
de Guayana habían estado alertando –desde 
2011– que un asesinato como el perpetrado el 
pasado 13 de marzo de 2017 contra el dirigente 
del Sindicato Único de Trabajadores de la Alú-
mina, Bauxita y sus Derivados (Sutralúmina), 
Joel Alcalá, podía ocurrir si seguían cerrando 
los espacios democráticos y se continuaba pro-
mocionando la violencia en las empresas básicas 
como método para contener protestas y coac-
cionar a dirigentes. 

Las amenazas, persecuciones, disparos, pre-
sencia de hombres armados dentro de las fábri-
cas y palizas durante asamblea de trabajadores, 
han sido signos de alarma para un sector del 
movimiento sindical (tanto opositor como pro 

El asesinato de Joel Alcalá, el posible restituido 

secretario general del sindicato de obreros en cvg 

Bauxilum, retrotrae a un modo que de 2002 a 2007 

fue el proceder para dirimir conflictos en el ramo de la 

construcción; un proceder por el cual el estado Bolívar 

lideró las cifras de violencia al concentrar el 42,47 %  

de los casos de sicariato sindical en todo el país,  

de acuerdo a datos de la Vicaría de Derechos 

Humanos. Esto es solo un hecho reciente. Le precede 

la suspensión de elecciones, el despido de 

trabajadores, la imposición de contratos colectivos  

y prisión para dirigentes sindicales

Empresas básicas de Guayana

El sicariato trastoca al movimiento sindical
Clavel A. Rangel Jiménez*

Funeral de Joel Alcalá.	 william urdaneta/Correo del Caroní
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oficialista) que públicamente ha exigido al Go-
bierno sancionar a los responsables y desmar-
carse de estos hechos. 

Por eso el asesinato del dirigente del Sindica-
to Único de Trabajadores de la Alúmina, Bauxi-
ta y sus Derivados (Sutralúmina), Joel Alcalá, 
posible restituido secretario general según un 
supuesto dictamen del Consejo Nacional Electo-
ral, no sorprende a muchos. 

Desde hace un lustro, el clima sindical dentro 
de cvg Bauxilum, ha estado mutando desde en-
contronazos en los portones de grupos afines 
al partido de gobierno hasta amenazas de muer-
te por mensajería instantánea, todo dentro de 
una controvertida disputa por el control de los 
sindicatos. 

El atentado contra Alcalá, de hecho, ocurre 
cinco años después de que el entonces secreta-
rio general de esa organización, José Luis Mo-
rocoima, fuese herido de bala durante una pro-
testa por mejores salarios.

Salvo ese episodio en 2011, es la primera vez 
que un dirigente sindical de empresas básicas 
es asesinado.

El hecho retrotrae a un modo que de 2002 a 
2007 fue el proceder para dirimir conflictos en 
el ramo de la construcción; un método por el 
cual el estado Bolívar lideró las cifras de violen-
cia al concentrar 42,47 % de los casos de sica-
riato sindical en todo el país, de acuerdo a los 
datos de la Vicaría de Derechos Humanos de 
Caracas.

Fue un desmán que el Gobierno silenció me-
diante un pacto con los sindicatos de la cons-
trucción, concebido en lo que llamaron mesas 
de trabajo, y que consistió en la repartición geo-
gráfica de los reportes de empleo. El resultado 
fue una paz laboral ficticia. 

Desde este extremo del país, el monopolio de 
la violencia se ejerció en las grandes construc-
ciones en cuya actividad el Estado tenía partici-
pación, no solo como tenedores del capital sino 
a través de cuotas en los sindicatos creados ba-

jo el amparo del paralelismo sindical promovido 
por el Gobierno para debilitar al constituido 
movimiento de trabajadores en el país. 

Caso emblemático fue la construcción del po-
lémico e inacabado Centro Total de Entreteni-
miento (cte) Cachamay, impulsado bajo el apu-
ro de la Copa América 2007 y donde la extorsión 
se hizo parte del modus operandi de organiza-
ciones que, aunque no convocaban a elecciones 
o lo hacían sin contrincantes, obtenían legalidad 
del Ministerio del Trabajo. 

A partir de 2009, los sicariatos en los portones 
de las construcciones dejaron de aparecer en 
escena, no por una erradicación de la violencia 
sino una mutación: la entrega de más poder. 

Los antecesores de lo que hoy se ha consti-
tuido como un pranato en el país, no solo co-
menzaron a escalar poder económico, sino tam-
bién político enfilándose dentro del partido de 
gobierno y compitiendo en elecciones para car-
gos populares.

Garantes de paz
En 2011, cuando la conflictividad en el sector 

aluminio estaba en apogeo por la mora en la 
discusión de las convenciones colectivas (hasta 
seis años de retraso), hombres armados, llama-
dos “garantes de paz”, se infiltraron dentro del 
movimiento sindical para controlar los conflictos 
y coaccionar a la dirigencia. 

Fue así como en mayo de 2011, en el desarro-
llo de una huelga, el entonces secretario general 
del Sindicato de Trabajadores de la Alúmina (Su-
tralúmina), José Luis Morocoima, fue tiroteado 
cuando protestaban por mejores salarios en el 
sector. 

Sus agresores, vinculados a la organización de 
la construcción Muralla Roja, salieron en libertad 
a los días, con medidas de presentación. Apenas 
en 2016, el líder de esa organización se desmar-
có del entonces presidente de Bauxilum, José 
China, reconociendo los favores que le hizo1.

Protesta en Sidor.	clavel  rangel
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No fue el único episodio en ese mes; también 
en la empresa reductora de aluminio, cvg Vena-
lum, fue fotografiado el otrora presidente de la 
estatal, Rada Gamluch, junto a hombres armados 
cuando intentaba irrumpir en una protesta laboral.

Eventos similares ocurrieron en Carbonorca 
(productora de ánodos) y en Alcasa (reductora 
de aluminio) con el amparo del Partido Socia-
lista Unido de Venezuela (psuv).

Los sucesos de esa semana terminaron en el 
portón de Ferrominera Orinoco (fmo) con el 
homicidio del dirigente de la juventud del Par-
tido Socialista Unido de Venezuela, Renny Rojas, 
cuando intentaban elegir la comisión electoral 
del Sindicato de Trabajadores de Ferrominera 
Orinoco (Sintraferrominera).

Pese al escándalo y su vinculación con el par-
tido de gobierno, su homicidio jamás fue escla-
recido. Trabajadores responsabilizaron a otro 
dirigente del psuv (hoy en libertad) del disparo, 
pero en su lugar fue detenido Rodney Álvarez2, 
un trabajador de Ciudad Piar por quien organi-
zaciones sindicales y de derechos humanos han 
emprendido una campaña en su defensa.

Al cierre de ese período, los denominados “ga-
rantes de paz” obtuvieron luz verde para migrar 
a las minas y controlar el negocio ilegal del oro. 

Por el oro
La migración a las minas de las bandas arma-

das ocurrió en paralelo a la de cientos de vene-
zolanos en busca de su sobrevivencia económi-
ca. El sur del estado Bolívar se convirtió en el 
refugio y en el modo de vida de los grupos de-
lictivos del estado Bolívar y del oriente del país.

No había pruebas, entonces, para aseverar que 
fuese un plan deliberado del Gobierno; pero en 
2013 el caso de Yorman Márquez, apodado Gor-
do Bayón, permitió establecer una correlación 
entre el Gobierno y estos grupos.

Gordo Bayón3, asesinado en Caracas a pocas 
cuadras de la casa presidencial, no solo estaba 
en nómina de la Siderúrgica del Orinoco (Sidor) 
pese a no ser un trabajador y tener prontuario 
por sicariato, sino que era movilizado por el Go-
bierno para monitorear la discusión del contra-
to colectivo de Sidor en Miraflores. 

Bayón fue capturado al menos en dos opor-
tunidades en la acería intimidando a trabajado-
res, pero siempre salió en libertad. También era 
conocido por el control de la mina Cicapra en 
Guasipati y otros yacimientos auríferos.

Con el desplazamiento de los “garantes de 
paz”, el Gobierno evadió su responsabilidad tan-
to en la filtración de hombres armados a las 
empresas básicas, como en la anarquía en los 
municipios mineros del sur este y del oeste del 
estado Bolívar.

Un informe de 2016, divulgado en marzo de 
2017, da cuenta de algunos de esos detalles. El 
documento entregado por el excomisario del 
Sebin4, José Gregorio Lezama Gómez, al enton-
ces jefe del Servicio Bolivariano y posterior mi-
nistro de Interior y Justicia, Gustavo González 
López, confirma las advertencias que desde otras 
dependencias se hacían al Ejecutivo. 

El comisario, hoy preso, responsabilizó al en-
tonces secretario de seguridad ciudadana, Julio 
César Fuentes Manzulli, y al gobernador del es-
tado Bolívar, Francisco Rangel Gómez, de am-
parar a este grupo de delincuentes migrados a 
las minas. 

Asamblea en Sutiss.	clavel  rangel
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Ajuste de cuentas
El Gobierno jamás reconoció el término “vio-

lencia sindical”. En sus intervenciones en la Or-
ganización Internacional del Trabajo (oit), a pro-
pósito de una queja interpuesta por trabajadores, 
la vocería gubernamental aseveró que menos 
del cinco por ciento de los casos denunciados 
como sicariato sindical se correspondía con di-
rigentes legítimamente electos.

La exposición del Gobierno quedó recopilada 
en el informe publicado en marzo de 2012 por 
la Comisión de Expertos en Aplicación de Con-
venios y Recomendaciones, en el cual –una vez 
más– el órgano de las Naciones Unidas pidió 
conformar una comisión tripartita, presentar los 
resultados de las investigaciones, el estatus de 
los casos y las sentencias dictadas para sancio-
nar a los responsables.

Según el análisis oficial, el impulso en la cons-
trucción de viviendas y desarrollo de infraes-
tructura, los beneficios de la convención colec-
tiva que según el Gobierno ampara a 1 millón 
200 mil personas, el aumento del poder adqui-
sitivo y “la cantidad de obras que existen en el 
país ha hecho permeable a la acción delictiva 
de algunos grupos”. 

La conclusión se derivó de la mesa de trabajo 
en el sector construcción y la Comisión especial 
para el seguimiento de los casos de violencia la-
boral presidida por el Ministerio del Poder Po-
pular para Relaciones Interiores y de Justicia 
instalada en noviembre del año 2011.

Aunque la Comisión solicitó al Gobierno co-
municar la totalidad de los casos de violencia, 
este solo cumplió con la creación de una comi-
sión de seguimiento multidisciplinaria que, en 
el estado Bolívar, era también presidida por el 
general Julio César Fuentes Manzulli. 

Sin elecciones
Esta seguidilla de hechos en la historia recien-

te del movimiento sindical de Guayana, solo 
explica un capítulo del aplanamiento de la diri-
gencia en la región. 

Ese antes y después se ancla en la imposición 
del contrato colectivo en la Siderúrgica del Ori-
noco (Sidor) en 2014 y en la posterior interven-
ción del Sindicato único de trabajadores de la 
industria siderúrgica y sus similares (Sutiss), en 
enero de 2015, a través de la suspensión de los 
comicios por parte de la Sala Electoral del Tri-
bunal Supremo de Justicia (tsj).

Mucho antes de que el autoritarismo del Poder 
Electoral quedara en evidencia para comicios 
como el referendo o de gobernadores, en el 
mundo sindical ya era patente el cierre de puer-
tas para evitar la expresión democrática de los 
trabajadores en contextos donde el Gobierno 
estaba en desventaja. 

Un precedente relevante fue la detención del 
entonces secretario general del Sindicato de Tra-
bajadores de Ferrominera Orinoco (Sintraferro-
minera), Rubén González, en 2009, y cuya con-
dena y posterior juicio en Caracas dejó patente 
un caso de violación de libertad sindical en el 
país. 

Fue así como –después de un trabajo laborio-
so del Ejecutivo para dividir al movimiento si-
derúrgico– termina disminuyéndolo, persiguien-
do a sus dirigentes (detiene a tres trabajadores 
en el Sebin acusándoles de tráfico de armas), 
ilegaliza al comité ejecutivo, impone un contra-
to que tres años después nadie conoce y despi-
de a trabajadores por razones políticas. 

En 2017 los sindicatos con mayor afiliados en 
Guayana, como el de Sidor o el de Ferrominera 
Orinoco, con más de 30 mil trabajadores sindi-
calizados, no han podido renovar su comité eje-
cutivo por la intromisión de la Sala Electoral del 
tsj que ha alegado atender denuncias de traba-
jadores que se quejan de la transparencia del 
proceso.

Ambos procesos han quedado paralizados, en 
ambos casos por asuntos tan sutiles como la 
imposibilidad de tribunales para disponer de 
mensajeros y notificar a las partes, o por la in-
hibición de los jueces. 

* Periodista del diario Correo del Caroní en el estado Bolívar. 

Notas

1	 Sindicato Muralla Roja rompe su relación “leal”con presidente de CVG Bauxilum:

	 http://www.correodelcaroni.com/index.php/laboral/item/41223-sindicato-mura-

lla-roja-rompe-su-relacion-leal-con-presidente-de-cvg-bauxilum

2	 Esperan para este martes audiencia de ferrominero Rodney Álvarez:

	 http://www.correodelcaroni.com/index.php/laboral/item/48161-esperan-para-

este-martes-audiencia-de-ferrominero-rodney-alvarez

3	 ‘Gordo Bayón’: otro caso de impunidad: http://www.correodelcaroni.com/index.

php/sucesos/item/32743-gordo-bayon-otro-caso-de-impunidad

4	 Informe de comisario del Sebin revela nexos de la Gobernación con pranes mineros 

al sur del estado Bolívar: http://correodelcaroni.com/index.php/mas/comunica-

cion/item/54290-informe-de-comisario-del-sebin-revela-nexos-de-la-goberna-

cion-con-pranes-mineros-al-sur-del-estado-bolivar
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—¿El bien común es solo un concepto román-
tico de la Doctrina Social de la Iglesia o sigue te-
niendo sentido en un mundo excluyente?

—Todas las relaciones de colaboración genui-
nas, en el mercado, la familia, la política, enri-
quecen el medio en que estamos. No solo en lo 
que concierne a los participantes en particular, 
sino que esa colaboración enriquece el medio 
en que nos movemos. Allí hay bien común por-
que una sociedad donde la gente colabora, unos 
con otros de diversas maneras, es una sociedad 
más rica. Más rica en conjunto, donde es más 
fácil generar relaciones de confianza. Al bien 
común se contribuye a través de las relaciones 
de colaboración genuina.

—Ofrece seguridad. Nuestro mundo hoy no es 
seguro.

—La seguridad existe para todos o no existe. 
Puedes ser muy rico y contratar los mejores sis-
temas de protección y los más expertos guar-
daespaldas pero es obvio que quien eso hace 
es porque no está seguro.

—Difícil encontrar esa colaboración. Retroce-
demos a niveles de pobreza casi bíblicos en algu-
nos países…

—Venezuela ha llevado un largo proceso, pue-
de haber durado treinta años o más, en que ca-
da año es peor que el anterior. El precio del 
petróleo sube y baja y la sociedad se deteriora. 
Cada año hay más asesinatos que el anterior. A 
escala global, lo normal es que cada país se en-
cuentre, año a año, mejor que el anterior. Cuan-
do no ocurre eso se dice que hay una crisis y, 
efectivamente, ha habido una crisis que ha des-
truido las relaciones de cooperación, sobre todo 
en el mercado. Se ha destruido empleos, que 
son formas de cooperación pues ofreces tu tra-
bajo para el proyecto de otro y no hay nadie 
que lo quiera. Desde el 2008 para acá hay un 
descenso y ahora vuelve a subir. De manera que 
no se puede aplicar la visión muy negativa que 
tienen los venezolanos sobre el proceso del país 
al mundo entero.

—Pero también es cierto que no siempre ese 
progreso alcanza a todos…

—En el mundo entero se ha producido un 
enriquecimiento considerable en las relaciones 
de cooperación en los mismos treinta años, que 
ha producido que infinidad de gente en los paí-
ses ricos compren productos chinos, indios, y 
otros, lo que ha logrado que mucha gente salga 
de la pobreza.

	 telemundo

Es ingeniero industrial, doctor en Filosofía y actualmente 

enseña Ética Económica en la Pontificia Universidad  

de Comillas (Madrid). Vivió en Venezuela por 25 años  

y ahora volvió para participar, como ponente, en un 

evento en Caracas sobre los retos del desarrollo  

con ocasión de los cincuenta años de la Carta Encíclica 

Populorum Progressio

Raúl González Fabre, s.j. 

“El desarrollo es 
poner a valer a 
todas las personas”
Macky Arenas*
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—Cierto es que muchos han salido de la pobre-
za para acceder a las clases medias, pero tendemos 
a identificar desarrollo con aumento del pib o con 
crecimiento económico y no siempre derrama a 
las capas excluidas de la población…

—El problema surge cuando se generan con-
tradicciones. En principio, el incremento del pib 
va en la dirección de más desarrollo, solo que 
no lo agota. Hay otros elementos que también 
tienen que crecer y a veces, por crecer en unos 
renglones, decrecen en otros. El Papa citó, de 
su experiencia de niño en Argentina, cómo es 
cierto que el desarrollo económico puede afec-
tar la convivencia en los vecindarios. La gente 
puede ser más rica y estar más sola. Con el con-
sumismo la gente tiene más recursos pero cen-
tra su aspiración en tener cosas. Allí notas cómo 
desarrollándote más en un aspecto pues estar 
decayendo en el otro.

—Tenemos sistemas que pueden ser muy con-
tradictorios.

—El capitalismo puede exhibir logros en ma-
teria de desarrollo económico a escala global, 
incluyendo vastos sectores –400 millones de 
personas en Asia son los habitantes de la Unión 
Europea– que, por la vía de una sociedad de 
consumo, modifican la forma en que la gente se 
desarrolla.

—Venezuela es el país que tiene más jets priva-
dos en el mundo pero ha batido el récord de do-
blar los índices de pobreza en solo un año, un 
contraste dramático…

—Lo es, pero también muy ilógico desde el 
punto de vista económico. Sucede que en Ve-
nezuela hay gigantescas distorsiones económicas 
que producen, por una parte, un empobreci-
miento feroz en medio de una inflación que 
afecta a todos al punto de llevar a grandes sec-
tores a la miseria. Eso es lo que está pasando. 
Pero, al mismo tiempo, las distorsiones son la 
oportunidad de hacer muchísimo dinero. Los 
que están bien colocados, tienen acceso al dólar 
preferencial público, pueden importar y hacerse 
millonarios muy de prisa. La idea es tener una 
economía donde los precios respondan a la ver-
dad de las cosas, precisamente para que no se 
pueda hacer dinero muy rápido a base de con-
tactos y privilegios.

—Lo que sí parece incontestable es que la sos-
tenibilidad de la democracia tiene mucho que ver 
con la satisfacción de las necesidades básicas de 
la gente…

—Diría que son necesidades básicas pero de 
segundo nivel. Las llamaría oportunidades para 
satisfacer las necesidades básicas. Venezuela tiene 
un viejo problema y es el rentismo. Desde hace 
un siglo se ha venido denunciando. Para conso-
lidar un régimen, el que sea, en lugar de abrir 
oportunidades para que la gente se gane la vida, 
se le da dinero. De esa manera subes el ingreso 
pero es una falsa salida de la pobreza. Dejas la 

pobreza cuando rebasas un umbral, no a partir 
de cualquier ingreso sino del que consigues con 
tu trabajo, lo que es distinto. No se trata de re-
partir limosna del ingreso petrolero del Estado.

—¿Cómo y cuándo terminan las democracias?
—Uno sabe que se han acabado cuando se 

terminan los derechos electorales que están en 
la Constitución.  La definición de dictadura es 
un régimen que no permite el ejercicio de los 
derechos electorales básicos, que la gente deci-
da. Eso está en la Constitución.

—En consecuencia, no es justo. Pero hay regí-
menes que diseñan su propia justicia. La obligación 
moral está ausente. ¿Hay alguna diferencia?

—Hay una básica: algo es injusto desde el 
punto de vista legal solo si un juez dicta senten-
cia de que el hecho va contra la ley. Hay muchas 
maneras de conseguir que un juez declare ilegal 
algo que es justo o simplemente que no se pro-
nuncie. Se puede comprar al juez, al funcionario 
para que se pierda el expediente, se puede pre-
sionar al juez, el juzgado puede presionar al go-
bierno, hay mil maneras de obtener una senten-
cia como la quiera el más poderoso en el juego. 
La justicia legal, en principio, debía ser también 
justicia moral pero no siempre lo es. De hecho, 
la ley misma puede ser injusta de raíz. El Apar-
theid en Suráfrica o en Rodesia. Era legal, lo 
ilegal era lo contrario. No obstante, discriminar 
a la gente por el color de la piel era inmoral 
aunque fuera legal. La justicia moral es la ba-
se de lo que de verdad es justo o injusto.

—La necesidad fundamental de nuestra socie-
dad es construir nuevos consensos. ¿Es posible 
en presencia de agudos conflictos?

—En América Latina se ha logrado en con-
flictos muy graves, aún más agudos que el que 
hoy enfrenta Venezuela. El extremo fue entre el 
partido arena y el Frente guerrillero Farabundo 
Martí en El Salvador, después de una guerra ci-
vil que duró décadas y produjo miles de muer-
tos. El último intento que se hizo fue con la 
guerrilla intentando tomar San Salvador. Llegaron 
hasta el palacio del presidente. Allí justamente 
murieron Ignacio Ellacuría y los demás jesuitas, 
en el contexto del Farabundo Martí tomando 
posiciones para la negociación de paz. El Fren-
te no pretendía ganar la guerra; pretendía, como 
efectivamente lo logró, mostrar que no llegaba 
derrotado a la negociación de paz. Eso era todo, 
pero costó muchos muertos. En Venezuela, la 
violencia política aún no se ha desatado y nadie 
tiene prisa en que exista, entendiendo por vio-
lencia política que se maten unos a otros. En 
Colombia hemos visto que, cuando se abre una 
lata de gusanos, cerrarla puede tomar setenta 
años. Colombia está ahora intentando superar 
todo lo que desencadenó la muerte de Jorge 
Eliecer Gaitán. Mejor es un acuerdo entre las 
partes. Así se cerró la cuestión en Chile. De lo 
contrario, el panorama es muy sombrío.
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—¿Hará falta una montaña de muertos para que 
la gente logre entenderse?

—Esperemos que en Venezuela no haga falta. 
Ese rol lo está cumpliendo el declive económico. 
Es claro que, si tienes una inflación de 1.700 % 
y los sueldos han subido un 200 %, eso puede 
aguantar un año pero no aguanta dos. Hoy exis-
te gente en la miseria que hasta ayer era clase 
media o se las arreglaba para vivir. ¡No quiero 
imaginar cómo estarán los pobres! La distribu-
ción de alimentos no ha funcionado y eso lleva 
a situaciones límite.

—¿Quiere decir que en Venezuela estaríamos 
en una situación de desajuste terminal, por decir-
lo de alguna manera?

—Es un desajuste insostenible. ¿Cuánto más 
puede bajar la capacidad de compra de la gente? 
Es fácilmente concebible que un arreglo es po-
sible. Lo hubo en Nicaragua entre la señora Cha-
morro y los sandinistas. El partido en el gobier-
no acepta pasar a la oposición y, con un piso de 
20 % o 25 % de los votos es buena base para 
comenzar la tarea de oposición. Se deja el “ca-
lamar” al gobierno y en uno o dos períodos la 
oposición vuelve al poder. Así pasó en Chile. El 
pinochetismo dejó el gobierno a los otros y tres 
períodos más tarde ganó un candidato de dere-
cha. Antes o después la gente se cansa de unos 
y de otros. Hay una dinámica democrática que 
no consiste ni en atornillarse ni en pensar que 
si te desatornillas te van a exterminar, sino en 
una convivencia razonable. El presidente de El 
Salvador, en este momento, es del Farabundo 
Martí. Hay una lógica que se impone. En Chile 
hoy está Bachelet, puede ser que el próximo 
sea Piñera. Nadie piensa que el uno acabará con 
el otro.

—Suena sensato pero el problema de Venezue-
la es el anclaje en un sistema que ha fracasado en 
todas partes. Por otro lado, es gente que piensa 
que el extremismo que ha desatado terminará por 
volverse en su contra…

—Lo primero es obvio: a la vista está que han 
fracasado, de eso no hay duda. Lo segundo de-
pende de cómo dejen el poder. También se fue 
Ortega de la presidencia y dejó a Violeta Cha-
morro pero negoció con ella que las fuerzas ar-
madas seguirían siendo sandinistas para garan-
tizar que no serían víctimas de la represión. Y 
esos militares tampoco reprimieron al gobierno. 
Quiere decir que se pueden negociar arreglos, 
por más extremismo de que se trate. ¿Más ex-
tremismo que el Farabundo Martí que tenía una 
guerra civil montada? ¿Más que arena, que se-
cuestraba, torturaba y asesinaba?

—Todos esos conflictos son hijos de la desigual-
dad. Pero se critica al Papa por hablar de justicia, 
que es la base del progreso…

—Al Papa le corresponde, como lo hizo Pau-
lo VI en la Populorum Progressio, advertir que 
no puede prosperar un proyecto de desarrollo 

que deje fuera a los pobres. Desarrollo implica 
enriquecer las relaciones de colaboración de to-
dos los tipos. Las relaciones genuinas de cola-
boración. Los excluidos son los que no alcanzan 
a participar en un montón de esas relaciones. 
Son los últimos en la política, en los beneficios 
sociales, en el acceso a las oportunidades. La 
mera existencia de grupos de excluidos empo-
brece a toda la sociedad. El desarrollo es poner 
a valer a todas las personas. No es el simple 
crecimiento del producto. Hay quienes sostienen 
que, desde el punto de vista del desarrollo, a 
Venezuela le vino mal el auge petrolero de 1973. 
Mucho petróleo y poco desarrollo. ¿Qué puede 
decir el Papa? No mucho en torno al cómo hacer 
las cosas. No es su papel. Pero sí es su papel 
hacer notar el para qué, pues si no están claros 
los fines últimos no sabes es qué dirección estás 
caminando. Hay quienes creen que el mundo 
es para la mitad de la gente, si la otra mitad no 
se engancha, simplemente no hay nada pensado 
para ella.

—El Papa habla de los “desechados” o “descar-
tados”…

—No solo se refiere a la gente que está mal, 
sino la que no figura en el plan. Se refiere a los 
gobiernos que no consideran relevante incluir a 
todos en su agenda.

—¿Cuáles serían las grandes líneas para recons-
truir, de acuerdo a las luces de la Populorum 
Progressio?

—Hay que hacer una transición hacia un sis-
tema institucional como el que el país tuvo en 
su momento. Cerrar los caminos al éxito no 
competitivo, al dinero fácil. No puede ser que 
una empresa haga mucho dinero sin que su pro-
ducto sea de calidad, ni que una persona se 
haga rica por lo cerca que está de un ministro, 
no por su trabajo. El país tiene que concebir su 
despliegue económico abriéndose al mundo. La 
tendencia hoy es a cerrarse. Las alianzas inter-
nacionales, en este momento, parecen servir 
solo al intento de que “no nos echen de la oea”. 
Venezuela tiene muchas posibilidades de desa-
rrollo en el turismo, a eso tiene que atender. Su 
población no está muy preparada para recibir 
turismo pero “engancha” muy fácilmente por el 
carácter de la gente, poco soberbia, muy llana 
y de hospitalidad natural.

*Socióloga y periodista venezolana. 

NOTA DE REDACCIÓN: Por razones de espacio no hemos publicado toda la entrevista. 

Para leerla completa visite nuestra página web: revistasic.gumilla.org
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Las medidas económicas tomadas por el Gobierno de 

Nicolás Maduro no han resuelto las grandes distorsiones 

macroeconómicas ni los perversos desequilibrios 

microeconómicos, como los precios de consumo 

dolarizados y la capacidad adquisitiva disminuida del 

salario, que empobrecen a los venezolanos 

Dolarización y control de cambio

Tenazas del ajuste draconiano impuesto 
por Maduro a los venezolanos
Humberto García Larralde* 

a dolarización de la economía venezolana es 
notoria para todo aquél que hace mercado. El 
bolívar sigue siendo la moneda de curso legal 
en el país, pero los precios se fijan con referen-
cia al llamado dólar paralelo, ya que buena par-
te de las importaciones se hacen a esa cotización. 
El dólar paralelo está en niveles artificialmente 
elevados por el absurdo control de cambio ac-
tual y los severos desequilibrios macroeconómi-
cos causados por las políticas del Gobierno. Co-
mo el trabajador percibe su sueldo en bolívares 
–cuyo ajuste se rezaga con respecto a la infla-
ción–, y no en dólares, los precios dolarizados 
y la caída de su salario real se convierten en 
garras que atenazan su nivel de vida. 

De poder contar con un tipo de cambio 
que equiparase el poder de compra interno del 
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bolívar con su poder adquisitivo externo, la in-
mensa mayoría de los productos que compramos 
bajarían significativamente de precios.

Un cálculo simple arroja que el tipo de cambio 
real de equilibrio pudo haber estado para finales 
de marzo en torno a Bs. 700/$. Esto indica que 
con Bs. 700 se hubiese comprado lo mismo en el 
mercado doméstico que lo que se adquiere afue-
ra con un dólar. En el cuadro 1 se registran pre-
cios al consumidor final de algunos productos 
alimenticios tomados al azar de la página web de 
Walmart, traducidos a bolívares como si se im-
portaran a Bs. 700/$. El kilo de azúcar y de arroz, 
que solo se consiguen hoy a Bs. 5.000, costaría 
Bs. 805; el pote de leche en polvo Nestlé estaría 
en Bs. 6.815/kg., cuando una bolsa de “bebida 
láctea en polvo” se vende ahora a más de Bs. 
21.000; el papel toilette a Bs. 455 el rollo; etcé-
tera, como podrá apreciar el lector.

Pero en los actuales momentos no están dadas 
las condiciones para que todas las transacciones 
externas pudiesen sostenerse a Bs. 700 por dó-
lar. Por ejemplo, si se divide la liquidez mone-
taria por las reservas internacionales existentes 
para finales de marzo, da un tipo de cambio de 
Bs. 1.200/$. De liberarse el tipo de cambio, la 
cantidad de bolívares en poder del público y la 
pérdida de confianza en esta moneda como de-
positario de valor dispararía la cotización del 
dólar muy por encima de Bs. 700. Es más, lo 
racional sería endeudarse o vender activos para 
comprar dólares a ese precio antes de que se 
acabasen, generando una presión especulativa 
que pondría el precio del dólar por las nubes.

La gente sabe que la exportación de petróleo 
ha disminuido considerablemente y, con ello, la 
cantidad de dólares que ingresan al país. Además, 
parte importante de estos van a pagar el servicio 
de la deuda. En la medida en que existan expec-
tativas de una altísima inflación, como ha sido el 
caso en los últimos años, nadie va a querer con-
servar bolívares, ya que perderán rápidamente su 
poder adquisitivo. La gente busca gastarlos de 
inmediato en cosas que hacen falta o adquiere 
dólares para preservar su poder de compra. Na-
die atesora bolívares por la desconfianza en esta 
moneda y en las políticas del Gobierno. 

Esta desconfianza se alimenta de un gasto 
público desbordado, del financiamiento mone-
tario de sus déficits –la “maquinita” del bcv– y 
la caída en las reservas internacionales. Estima-
ciones propias indican que el financiamiento 
inorgánico del déficit podría haber superado el 
20 % del pib en 20161. Distorsiones macroeconó-
micas tan fuertes explican la descomunal infla-
ción del 550 % del año pasado estimada por la 
Asamblea Nacional. De seguir con las mismas 
políticas, algunos calculan que la inflación po-
dría superar el 1.600 % en 2017 (¡!). No se pue-
de estabilizar el tipo de cambio en torno a sus 
valores de equilibrio si no se controla la inflación 

y se consigue un financiamiento capaz de equi-
librar en el corto plazo las cuentas externas. Si 
no se solucionan los graves desequilibrios ma-
croeconómicos, internos y externos, no podrán 
resolverse los perversos desequilibrios microeco-
nómicos entre precios de consumo dolarizados 
y capacidad adquisitiva disminuida del salario, 
que empobrecen a los venezolanos hoy.

Pero el Gobierno se niega a corregir sus po-
líticas para acabar con estas distorsiones macro-
económicas. Ello implicaría sanear las cuentas 
públicas, sincerando los precios de los bienes y 
servicios que vende, desembarazándose de em-
presas que desangran al Estado y rescatando a 
Pdvsa de la lamentable postración a que la han 
llevado. Un Estado robustecido en sus ingresos 
podría focalizar el gasto de manera mucho más 
eficaz en los bienes públicos de educación, sa-
lud, infraestructura, servicios y asistencia social, 
que requieren los venezolanos.

El Gobierno se niega, asimismo, a acudir a 
organismos financieros internacionales para un 
empréstito que permitiría renegociar la deuda 
externa sin tener que sacrificar las importacio-
nes, así como unificar y estabilizar el tipo de 
cambio muy por debajo de su actual cotización 
“paralela”. En este marco, un crédito puente ser-
viría para solventar de inmediato la crisis huma-
nitaria que resulta del desabastecimiento de ali-
mentos y medicinas. Un financiamiento externo 
bien negociado permitiría disponer, además, de 
recursos para compensar a aquellos sectores de 
bajos ingresos ante la sinceración de los precios 
de la gasolina, la electricidad y la telefonía, has-
ta tanto la economía se reactivase y pudiesen 
conseguir empleos cada vez mejor remunerados.

 Por último, el Ejecutivo se niega a desmontar 
el sistema de controles que actualmente asfixia 
la actividad económica doméstica, dificultando 
la capacidad de respuesta del aparato productivo 
ante las reformas mencionadas. En un marco de 
garantías sobre los derechos de propiedad y pa-
ra solución de conflictos, estas reformas atraerían 
inversiones extranjeras interesadas en las grandes 
potencialidades de nuestra economía y en los 
bajísimos sueldos que, lamentablemente, han 
provocado las políticas “revolucionarias”. Actual-
mente, Venezuela es el país latinoamericano que 
percibe menos inversiones foráneas, salvo Haití.

El Gobierno se refugia en su retórica ideoló-
gica para no cambiar sus políticas. Denuncia las 
reformas como “neoliberales”, capitalistas, mien-
tras sus políticas favorecen al pueblo (¡!). Las 
verdaderas razones por las que se niega a cam-
biar consisten simplemente en que el sistema de 
controles y los desequilibrios a que dan lugar 
son la fuente de inconmensurables ingresos que, 
de la noche a la mañana, se embolsilla la oligar-
quía militar-civil actualmente en el poder, a es-
paldas del control político y social de los vene-
zolanos, como expliqué en otro artículo2.
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Así las cosas, el único ajuste que le queda a 
Maduro ante la caída en el ingreso petrolero es 
el recorte drástico de las importaciones para po-
der pagar la deuda externa –agravando aún más 
el desabastecimiento interno– y el rezago en el 
incremento de los salarios ante al alza en los 
precios, que empobrece al trabajador, como po-
lítica anti-inflacionaria. El control de precios te-
nía que fracasar, pero pregona ahora que la so-
lución está en los clap, instrumento de chantaje 
y control social de los más humildes, y fuente 
de corruptelas y dineros malhabidos. 

En un plazo comparativamente corto un apa-
rato productivo libre de importar insumos, equi-
pos y repuestos a un dólar mucho más barato 
que el “paralelo”, y sin los controles de precio 
que lo aplastan, podría suplir buena parte de los 
requerimientos de la demanda doméstica, susti-
tuyendo importaciones y ahorrando divisas. La 
afluencia de inversiones extranjeras permitiría 
ampliar exportaciones petroleras y no petroleras, 
aliviando la restricción externa y permitiendo el 
pago de las deudas contraídas. La reactivación 
de la economía generaría fuentes de empleo pro-
ductivo que permitirían un aumento relativamen-
te rápido de los sueldos que, junto a un tipo de 
cambio de equilibrio, recuperaría el poder ad-
quisitivo de los asalariados. El emprendimiento 
de grandes, medianos y micro empresarios, así 
como nuevas inversiones, se traducirán en au-
mentos sostenidos de productividad. Ello rever-

Cuadro 1. Walmart prices 27-08-2016	
Presentación original, peso / vol., precio	 Vol. / Peso	 $/Kg. 	 700 Bs./USA $
Pure Cane Sugar, 4 lbs. $2.08 	 1.81 Kg.	 1.15	 805
Great spaghetti pasta, 4 1 lb. packages, $3.88 	 1.81 Kg.	 2.14	 1.501
Tuna in Water, 4 5 oz. cans, $2.96 	 0.57 Kg.	 5.19	 3.635
Heinz Mayonnaise, 30 fl. oz., $2.98 	 0.89 lts.	 3.35	 2.345
Kellog’s Frosted Flakes, 33 oz., $4.80 	 0.93 Kg.	 5.16	 3.613
Quaker Oats, 42 oz., $4.08 	 1.19 Kg.	 3.43	 2.400
Carnation Instant Nonfat Dry Milk, 9.6 oz., $3.92 	 0.27 Kg.	 14.52	 10.163
Heinz Tomato Ketchup twin pack, 50.5 oz., $6.88 	 1.43 Kg.	 4.81	 3.368
Great Value Instant Nonfat Dry Milk, 64 oz., $14.48	 1.81 Kg.	 8.00	 5.600
Nestle fortificada Dry Milk Powder, 56.3 oz., $15.48 	 1.59 Kg.	 9.74	 6.815
Kellog’s Corn Flakes cereal, 24 oz., $3.84	 0.68 Kg.	 5.65	 3.953
Folger’s Classic Roast Medium Ground Coffee, 30.5 oz., $8.15 	 0.86 Kg.	 9.48	 6.634
Great Value Dark Roast Ground Coffee, 24.2 oz., $6.70 	 0.68 Kg.	 9.85	 6.897
Crisco Pure All Natural Vegetable Oil, 48 oz., $2.78	 1.36 Kg.	 2.04	 1.431
Great Value Long Grain Enriched Rice, 80 oz., $2.60 	  2.26 Kg.	 1.15	 805
Scott 20 1000 sheet rolls toilet tissue paper $12.98 		  0.65	/rollo	 455
Tide Clean Breeze Laundry Detergent, 95 oz., $12.96 	 2.69 Kg.	 4.82	 3.038
Great Value Extra Virgin Olive oil, 101 oz., $18.96	 2.98 lts.	 6.36	 3.038
Vino chileno barato		  6.00	 4.200
Harina Pan, 2 lbs., $2.98	 0.907 Kg.	 3.29	 2.300
Fuente: https://www.walmart.com/ al 27-08-2016

Nota: A pesar de que los precios de Walmart son de finales de agosto del año pasado, la inflación anual en EE.UU. ha estado 
por debajo del 2 % en los últimos años, por lo que los precios no han debido haber variado casi.			 

tiría el perverso desequilibrio entre precios do-
larizados altos y remuneraciones ínfimas.

Que este Gobierno insista en su ajuste ham-
breador, habiendo posibilidades de superar el su-
frimiento que hoy agobia a la población, es señal 
inequívoca de crueldad. Le quita toda legitimidad.

*Economista, profesor de la ucv.

Notas 

1	 Incluyendo el incremento de la subcuenta “Otros activos externos” que publica el 

bcv referente a la Base Monetaria para 2016. Sin esta subcuenta –hay dudas 

sobre si estos activos externos en posesión del bcv se están monetizando–, el 

financiamiento monetario estaría aún por encima del 16 % del pib.

2	 http://elestimulo.com/elinteres/el-destructivo-modelo-economico-del-regimen-

madurista/
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A
Una de las más eficientes empresas petroleras  

del mundo ha sido calificada como la peor empresa 

petrolera del mundo. Caída en la producción  

y una excesiva plantilla de trabajadores son los rasgos 

que actualmente la caracterizan

Corrupción e ineficiencia

PDVSA: ¿una caja de pandora?
 
Marcos Morales Morales*

penas comienza el período del quiebre histórico 
de la democracia republicana en Venezuela, en 
el año 1999, con la instauración de una nueva 
Constitución y un nuevo régimen político, nues-
tro país muestra una gestión pública, al cabo de 
estos últimos dieciocho años de gobierno, con 
un desempeño desalentador en términos de de-
molición de las instituciones democráticas, de la 
destrucción de la estructura económica y la des-
unión a la convivencia social civilizada de la 
sociedad venezolana.

La situación deplorable de Venezuela se puede 
resumir en un índice creado, en los años 60, por 
el profesor de economía de Yale University, Ar-
thur Okun, denominado el Índice de Miseria (ta-
sa de desempleo +tasa de inflación); actualmen-
te, tanto en el año 2015 como 2016, Venezuela 
tiene el Índice de Miseria más alto del mundo1. 

Todo comenzó en 1999, cuando la empresa 
más relevante del país comienza a sufrir un con-
junto de amenazas institucionales que detienen 
la trayectoria de crecimiento continuo de su 
producción y productividad de tal forma que, 
de ser una de las más eficientes empresas pe-
troleras del mundo, ahora –en el año 2016– ha 
sido calificada como la peor empresa petrolera 
del mundo, según opinión del profesor Steve 
Hanke, The Jhon Hopkins University2.

	 univisión
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Lo que en 1999 parecían cambios menores 
como el estancamiento en la producción de pe-
tróleo, en los primeros cuatro años, se profundi-
zó con una abierta política pública de caída en 
la producción y en la productividad de la empre-
sa, que en el año 2016 termina con una produc-
ción de 20 % menor con relación al mencionado 
año 99, y una plantilla de personal obrero y em-
pleados 300 % mayor. Estos cambios menores 
han acumulado tal grado de males que, actual-
mente, como la caja de Pandora, pdvsa es prisio-
nera de un ambiente hostil a su estabilidad y 
eficiente desempeño: valor cero de sus reservas 
probadas de crudo, resultados financieros (flujo 
de caja) operacionales negativos, riesgo de insol-
vencia de pago de deuda externa, entre otros.

Según el artículo reseñado del profesor Hanke, 
el peor indicador de pdvsa es la relación produc-
ción/reservas probadas de crudo. Este indicador, 
según Hanke, es uno de los indicadores funda-
mentales en la determinación de eficiencia de 
una empresa petrolera, que mide el tiempo es-
tándar (median time) de producción y venta de 
un barril de petróleo. Aproximadamente, en el 
caso de Venezuela es de 199 años, en cambio, 
en el caso de Exxon es de ocho años; es decir, 
Exxon le lleva una ventaja de aproximadamente 

190 años a pdvsa en su capacidad de producción 
y venta; la ineficiencia de pdvsa es notable de 
acuerdo a este indicador. 

Los efectos económicos del indicador antes 
analizado son devastadores frente a las posibi-
lidades de expansión de la industria petrolera 
venezolana; si se asume que el precio del petró-
leo tiene el actual precio real hacia el futuro, y 
suponiendo una tasa de descuento del rendi-
miento de la inversión del 10 %, el valor actual 
de las reservas probadas de Exxon es del 46 % 
de su valor futuro; en el caso de Venezuela, el 
valor actual de sus reservas es cero. Cada barril 
de petróleo enterrado y no producido es un va-
lor perdido para la empresa; si el cambio ener-
gético tecnológico en los próximos cincuenta o 
sesenta años desplaza las fuentes de energía 
petrolera, Venezuela se quedará con inmensas 
reservas de crudo con valor cero. En consecuen-
cia, es muy importante la tasa de agotamiento 
(extracción) de las reservas. Mientras más alta 
sea la tasa, más alto es el promedio de produc-
ción y venta actual de dichas reservas probadas; 
por el contrario, mientras más bajo sea el indi-
cador, los costos económicos serán muy eleva-
dos, especialmente a países como Venezuela, de 
inmensas reservas petroleras.

Gráfico 1. Producción total de pdvsa

April 202 saw a coup attemt in Venezuela and Chavez 
replacing pdvsa’s management with regime insiders. 
pdvsa strikes in December 2002 and January 2003 

disrupted production

Sources: pdvsa Financial Statements, Reuters, Bloomberg.
Note: pdvsa has noy provided an income statement, balance sheet, or statement of cash flows since 12/31/15. The production data for 
FY 2016 in taken from a Reuters report. Depletion Rate=Total Annual Production (FY t)/Total Proved Reserves (FY t-1). Calculationes by 
Prof. Steve Hanke, The Johns Hopkins University.

Maduro assumes office 
in March 2013

pdvsa Average Total Daily Production (left)	 Total Proved Reserves Depletion Rate (right)

pdvsa Total Production (Millions of Barrels per Day)	 Total Proved Reserves Depletion Rate

Chavez assumes 
power in 

February 1999
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Para Exxon, la tasa de extracción promedio de 
los últimos años es de 8,15 %; en el caso de Ve-
nezuela, la tasa ha disminuido desde un prome-
dio muy bajo del 1,7 %, aproximadamente, en 
1998, hasta un ínfimo valor del 0,35 % en 2016 
(Ver gráfico 1 tomado del artículo de Hanke)

Sin embargo, no todo es maldición en la caja 
de Pandora de pdvsa, si se logra generar un pro-
ceso de cambio institucional que permita el di-
seño de la mejor estrategia para la explotación 
eficiente de las inmensas reservas probadas de 
petróleo del mundo, con un diseño de negocio 
sin gríngolas ideológicas, sin posturas maxima-
listas contra la economía de mercado; con un 
modelo de gestión del sector petrolero venezo-
lano que logre explotar las ventajas comparativas 
del país en un recurso energético escaso del 
mercado mundial, por lo menos, en los próxi-
mos cuarenta o cincuenta años.

De acuerdo con las estimaciones de la Agen-
cia de Energía del gobierno de Estados Unidos 
(U.S. Energy Information Administration/Inter-
national Energy Outlook 2016), como de las es-
timaciones de la opep (World Oil Outlook 2016/
Organization of the Petroleum Exporting Coun-
tries), el crecimiento acumulado de la demanda 
mundial de energía, para los próximos 23 años, 
será mayor al 30 % para el período 2017 al 2040 
(Ver cuadro 1). Ambas fuentes de información 
señalan que las fuentes de energía alternas es-
tarán creciendo a una tasa más acelerada que 
las de energía fósil; pero, se debe destacar que 
los cambios tecnológicos previstos todavía serán 
lentos, dado el bajo peso de las fuentes de ener-
gía alternas con respecto al total de suministro 
energético mundial. En consecuencia, de la ofer-
ta energética prevista hasta el año 2040, casi la 
totalidad será de energía fósil, aproximadamen-
te el 77 %, y de esta, el 51 % será de energía 
suministrada por el petróleo y el gas. 

Aproximadamente para el año 2040 se estarán 
consumiendo en el mercado mundial, 44 millo-
nes de barriles de petróleo crudo y gas adicio-
nales, de los cuales Venezuela pudiera ser un 
potencial oferente, pudiendo duplicar su pro-
ducción en ese período y apenas representar 
menos del 7 % del incremento mundial previsto.

Cuadro 1. Demanda mundial de energía por fuente suministro					   
	 Millones de barriles de petróleo diarios equivalentes	 % anual promedio
Fuente energía/año	 2014	 2020	 2030	 2040	 2014-2040
Petróleo	 85.1	 90.7	 96.7	 99.8	 0,6
Carbón	 77.7	 82.7	 88.9	 91.5	 0,6
Gas	 59.6	 66.9	 84.0	 101.7	 2,1
Nuclear	 13.2	 15.5	 19.5	 23.4	 2,2
Hidráulica	 6.6	 7.6	 8.9	 9.9	 1,5
Bioenergía	 28.2	 30.7	 34.6	 38.1	 1,2
Otras fuentes renovables	 3.4	 5.7	 11.0	 17.9	 6,6
Total demanda mundial	 273.9	 299.9	 343.6	 382.1	 1,3
Fuente: opec World Oil Outlook 2016

Como cuenta la mitología griega, en el fondo 
de la Caja de Pandora, cuando ya se habían es-
parcido sobre el mundo griego todos los males 
diseminados, había quedado un residuo, la es-
peranza. Ojalá Venezuela pueda aprovechar es-
ta ventana de oportunidad, logrando sortear las 
maldiciones propagadas hasta los momentos, y 
podamos dar un gran viraje a la torcida y des-
concertante conducción de la nación. Que la 
voluntad del proceso de cambio institucional 
logre aglutinar al liderazgo, con poder de con-
vocatoria y resolución, que conduzca al país a 
una senda de bienestar y esperanzas para todos 
los venezolanos.

*Gerente Estudios Económicos y Legales. Conindustria.

Notas

1	 https://www.forbes.com/sites/stevehanke/2017/02/09/misery-index-ranking-

the-worlds-saddest-and-happiest-countries/#6475df814448

2	 https://www.forbes.com/sites/stevehanke/2017/03/06/venezuelas-pdvsa-the-

worlds-worst-oil-company/#1e62b5c34105
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das anteriormente creadas; se 
establecen las poligonales; la 
necesidad de marcar los linde-
ros del parque en un lapso no 
mayor de un (1) año; el plan de 
ordenamiento y reglamento de 
uso en un lapso no mayor de 
dos (2) años; las labores de 
guardería ambiental donde se 
incorpora a las comunidades 
indígenas; el establecimiento de 
las medidas necesarias para el 
saneamiento de las tierras ubi-
cadas en el parque; la debida 
notificación a Inparques de las 
actividades realizadas por per-
sonas naturales o jurídicas para 
su inventario; el otorgamiento 
de autorizaciones o aprobacio-
nes para la ocupación del terri-
torio por parte del órgano com-
petente (Inparques); la perma-
nencia de las poblaciones (en 
general) que al momento de la 
declaratoria estén realizando 
actividades cónsonas con el ob-
jeto de creación del Parque; la 
notificación a los registros y no-
tarías sobre las limitaciones del 
decreto de creación del Parque 
a la propiedad de bienes mue-
bles e inmuebles dentro del 
área protegida; la notificación 
al Ministerio de Relaciones Ex-
teriores para la debida informa-
ción a los organismos interna-
cionales de la creación del Par-
que Nacional; y los organismos 
y ministerios encargados de la 
ejecución del presente decreto1.

De acuerdo a información del 
Grupo de Trabajo y Asuntos In-
dígenas de la Universidad de 
Los Andes, todo lo anterior ha-
ce que, desde el punto de vista 

ec
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 y 
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Son muchas las interrogantes 
que quedan luego del decreto 
Nº 2767, publicado en la Gace-
ta Oficial número 41.118 del 21 
de marzo de 2017, que indica la 
creación del Parque Nacional 
Caura.

Dentro de este Parque Nacio-
nal hay presencia de mineros 
ilegales; además, el anuncio se 
hace en medio de asociaciones 
estratégicas con empresas trans-
nacionales (específicamente ca-
nadienses) en el marco del me-
gaproyecto Arco Minero del 
Orinoco que pretende explotar 
12 % de nuestro territorio na-
cional, lo cual es una gran con-
tradicción. 

Tampoco se reconocen los 
derechos de los pueblos indí-
genas que se encuentran dentro 
del área del nuevo Parque Na-
cional, especialmente porque 
algunos –como los yekuana y 
sanema– ya habían hecho una 
solicitud de demarcación de sus 
territorios, que tiene dieciséis 
años esperando. La creación de 
este parque hubiese sido una 
oportunidad para solucionar el 
reconocimiento y titulación de 
grandes extensiones de hábitats 
indígenas con una doble con-
dición cultural y ambiental. 

En cuanto a los aspectos ju-
rídicos, el decreto del Parque 
Nacional Caura apenas contiene 
quince artículos referidos al 
área del parque de siete millo-
nes quinientas treinta y tres mil 
novecientas cincuenta y dos 
hectáreas (7.533.952 ha), en la 
que se subsume a la figura de 
protección otras áreas protegi-

jurídico, el decreto no sea pro-
porcional a la cantidad de terri-
torio que protege. Pero no solo 
eso, no hay una especificación 
en cuanto a que las únicas po-
blaciones que desarrollan sus 
formas de vida acorde con la 
naturaleza del Parque son los 
indígenas (artículo 10), así como 
la enorme dispersión de institu-
ciones que quedan encargadas 
de la ejecución del decreto2.

Notas

1	  http://gtaiula.blogspot.com/2017/04/considera-

ciones-juridicas-en-torno-la.html?utm_

source=feedburner&utm_medium=email&utm_ca

mpaign=Feed%3A+blogspot%2FcTUXoy+%28Gru

po+de+Trabajo+sobre+Asuntos+Ind%C3%ADgen

as+%28GTAI%29++%29

2	  Ibídem. 

¿Por qué nos debe importar  
la creación del Parque Nacional Caura? 
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Católica Andrés Bello, hacen un balance de 

las protestas realizadas en abril de 2017

	 rafael uzcátegui

Balance de manifestaciones 

abril 2017

Venezuela:  
de la protesta  
a la indignación 
no violenta
Rafael Uzcátegui*

Durante el mes de abril Venezuela expe-
rimentó otro ciclo de protestas en el 
que, a pesar de la continuidad con res-
pecto a ciclos de movilización anterio-
res, reflejaba importantes novedades. 
Para efectos analíticos vamos a contras-
tar lo que sucedió recientemente con lo 
que pasó en el año 2014. Para ello uti-
lizaremos las categorías del sociólogo 
español Manuel Castells, para ubicar am-
bas dentro del tipo de acciones colecti-
vas que se han venido desarrollando en 
diferentes partes del mundo en los últi-
mos años. 

Indignación y esperanza en red
Tras la publicación de su trilogía La 

era de la información (Siglo Veintiuno 
Editores, 1999), el científico social cata-
lán Manuel Castells fue calificado como 
el Max Weber de nuestro tiempo. La 
obra analizaba los cambios en la eco-
nomía, sociedad y cultura en el mundo 
tras la caída de la Unión Soviética, la 
expansión del capitalismo globalizado 
y la masificación de las tecnologías di-
gitales de comunicación. Luego, enfocó 
su interés en el desarrollo e impacto de 
Internet en las relaciones y comunica-
ciones entre las personas y, especial-
mente, en sus maneras de organizarse. 
De este esfuerzo de comprensión apa-
reció Comunicación y poder (Alianza 
Editorial, 2009) y Redes de indignación 
y esperanza (Alianza Editorial, 2012). 
En este último texto analizaba movi-
mientos como Occupy Wall Street, los 
indignados españoles o la Primavera 
Árabe, haciendo un inventario de sus 
características comunes:

1. Están conectados en red de nume-
rosas formas: el uso de Internet y las 
redes de comunicación móvil es funda-
mental, incluye redes sociales online y 
offline, así como redes sociales ya exis-
tentes y otras formadas durante las ac-
ciones del movimiento.

2. Comienzan en las redes sociales, 
pero se convierten en movimiento al ocu-
par el espacio urbano, ya sea mediante 
la vigilia permanente de plazas públicas 
o por las manifestaciones continuadas. 

3. Son locales y globales a la vez: em-
piezan en determinados contextos, por 
sus propias razones, pero también son 
globales porque están conectados con 
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Al apelar al estilo 
confrontacional y 
sectario que había dado 
dividendos políticos a 
Hugo Chávez, Maduro 
erosionó su débil 
legitimidad de origen, 
estimulando así la 
conflictividad.

En 2017 tenemos un 
Gobierno que, tras 
sustituir la Carta Magna, 
erosionar la Asamblea 
Nacional y suspender 
indefinidamente el 
derecho a la 
participación electoral, 
se transformó en una 
dictadura.

todo el mundo, aprenden de las expe-
riencias de los demás y se inspiran en 
ellas para movilizarse.

4. Son espontáneos en su origen, des-
encadenados por una chispa de indig-
nación relacionada con un acontecimien-
to concreto o bien porque han llegado 
al límite de repugnancia ante el com-
portamiento de los gobernantes.

5. Son virales siguiendo la lógica de 
las redes de Internet. Esto no es solo por 
el carácter viral de la difusión de los 
propios mensajes, sino por el “efecto 
contagio”: ver y oír las protestas en otros 
sitios, incluso en contextos distantes y 
culturas diferentes, inspira la moviliza-
ción porque dispara la esperanza en la 
posibilidad de un cambio.

6. La transición de la indignación a la 
esperanza se consigue mediante la de-
liberación en el espacio de la autonomía. 
La toma de decisiones se produce en 
asambleas y comisiones. De hecho, sue-
len ser movimientos sin líderes. No por 
falta de candidatos, sino por la descon-
fianza de la mayoría de los participantes 
hacia cualquier forma de delegación de 
poder. 

7. Las redes horizontales multimodales 
dan lugar a la “unidad”. La unidad no es 
comunidad porque ella supone un con-
junto de valores comunes, y este es un 
trabajo que todavía se está haciendo en 
el movimiento, ya que la mayoría de la 
gente llega a él con sus propias motiva-
ciones y objetivos, dispuesta a descubrir 
posibles puntos en común en la práctica 
del movimiento.

8. Son altamente autorreflexivos: se 
interrogan constantemente sobre sí mis-
mos como movimiento y como indivi-
duos sobre quiénes son, qué quieren, 
qué tratan de conseguir, a qué tipo de 
democracia y sociedad aspiran y cómo 
evitar las trampas y dificultades de tan-
tos movimientos que han fracasado.

9. Estos movimientos son raramente 
programáticos.

2014: 
el año de la protesta descentralizada
No se había cumplido un año del arri-

bo al poder de Nicolás Maduro cuando 
era evidente que su gestión no contaba 
con dos propiedades que sí tuvo Hugo 
Chávez. En primer término, una frágil 
legitimidad a lo interno del universo bo-
livariano debido a la ausencia de auto-
ridad sobre todos sus componentes. A 
lo externo, a causa del escaso margen 

de diferencia –apenas el 1,7 %– con el 
que había ganado la primera magistra-
tura y que lo obligaba, según el sentido 
común, a promover un gobierno de en-
tendimiento. Al apelar al estilo confron-
tacional y sectario que había dado divi-
dendos políticos a Hugo Chávez, Madu-
ro erosionó su débil legitimidad de ori-
gen, estimulando así la conflictividad.

La segunda dimensión ausente en Ma-
duro era la abundancia que caracterizó 
la gestión del “zurdo de Sabaneta”. Según 
datos del bcv, al cierre de 2013 la infla-
ción anual era de 51,5 %, remontando 
doce meses después a 68,5 %. El retro-
ceso de los precios del petróleo ocasio-
nó no solo el estancamiento de las “mi-
siones”, sino también la desinversión en 
las empresas estatales, ocasionando im-
portantes fallas en los servicios de elec-
tricidad, gas doméstico y agua en las 
ciudades del interior. Por otra parte, el 
desmantelamiento de las redes de distri-
bución como pdval y mercal, así como 
la disminución de la cantidad de alimen-
tos comprados a otros países, paradójica 
base de la política de “seguridad alimen-
taria” del Estado, provocó la aparición 
de los primeros síntomas de escasez y 
desabastecimiento de productos de la 
canasta básica del venezolano. Al privi-
legiar el abastecimiento y los servicios 
para Caracas, las colas, apagones, fallas 
de agua y de bombonas de gas eran la 
cotidianidad para el resto del país. 

Por tanto, la depauperización de la 
vida cotidiana en las ciudades del inte-
rior generó que el movimiento de pro-
testa del año 2014 se produjera de las 
márgenes al centro y que después del 
12 de febrero las movilizaciones fuera 
de la capital fueran tan importantes co-
mo las que ocurrían en Caracas. Esto 
era novedad para un país de tradición 
centralista y presidencialista. El detonan-
te, la chispa de indignación relacionada 
con un acontecimiento concreto: el ase-
sinato de la actriz Mónica Spears. Las 
primeras protestas en San Cristóbal, co-
mienzos de febrero, denunciaban el in-
tento de violación de una estudiante uni-
versitaria. 

De las nueve características de Castells 
las protestas del año 2014 cumplen ocho: 
Comenzaron en redes sociales y reali-
zaron manifestaciones continuadas, co-
nectadas en redes de numerosas formas. 
Eran locales y globales a la vez, pues los 
manifestantes replicaban las estrategias 
de otras latitudes, y luego lo que pasaba 
en otras ciudades, siguiendo la lógica 
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viral de redes. Aunque se acusó a los 
partidos políticos de “La Salida”, lo cier-
to es que la represión a las primeras 
protestas generó una espiral de indig-
nación, por lo cual se incorporaron las 
organizaciones partidistas más movi-
mientistas. La gente se encontró en la 
calle por una diversidad de razones, en 
una “unidad” de acción que no era pro-
gramática, ni fruto de un acuerdo ideo-
lógico. También fue un movimiento sin 
líderes, donde había desconfianza hacia 
la representación política tradicional. 

La característica que no se cumplió 
fue la auto-reflexividad, debido al vér-
tigo de los acontecimientos, a pesar que 
se realizaron asambleas de ciudadanos, 
sin reflexionar “las trampas y dificulta-
des”, que fueron usadas por el Gobier-
no para desgastarlo y criminalizarlo. 

2017:  
de la indignación a la rabia popular
En el 2014 las denominadas “guarim-

bas”, según los datos recopilados por las 
ong, no fue la estrategia mayoritaria de 
los manifestantes, pero sí la que obtuvo 
más centimetraje de prensa. La “guarim-
ba”, una estrategia potencialmente con-
frontativa en territorios considerados co-
mo seguros por los manifestantes –simi-
lar a la usada por los “encapuchados” en 
las décadas de los 80 y 90 en universi-
dades públicas– fue parte de las veintiún 
estrategias de protesta, una diversidad 
que buscaba expresar insatisfacción con 
la gestión de Gobierno. Tres años des-
pués, los dos principales mecanismos 
usados, la marcha y la concentración, 
deseaban reflejar otro valor: la cantidad. 
La razón era simple: la internalización 
de la indignación, tras los resultados de 
las elecciones parlamentarias del 6 de 
diciembre, de ser mayoritaria. 

Otra notable diferencia es el contexto 
en el que se realizan. En 2017 tenemos 
un Gobierno que, tras sustituir la Carta 
Magna, erosionar la Asamblea Nacional 
y suspender indefinidamente el derecho 
a la participación electoral, se transfor-
mó en una dictadura. La crisis econó-
mica no solamente llegó a Caracas, sino 
que se profundizó dramáticamente. La 
conocida como “dieta de Maduro” ge-
neró un movimiento de protesta poli-
clasista, mientras que en 2014 era par-
cial, y solo en algunos estados con in-
corporación de sectores populares. Si 
bien se mantenía la movilización en to-
dos los estados del país, tanto en ciu-

dades como en algunos pueblos, Cara-
cas recobraba el protagonismo mediá-
tico de las jornadas. En la capital las 
expresiones de descontento, incluyendo 
marchas, ocurrieron en el municipio Li-
bertador y el oeste de la ciudad, deste-
rritorializando la polarización impuesta 
durante muchos años. 

En esta oportunidad ocurre una ma-
yor auto-reflexividad, generada por el 
aprendizaje acumulado. Como afirmó la 
fiscal general, la mayoría de las protes-
tas se mantuvieron dentro de la no vio-
lencia, algo que también se podía indi-
car para el 2014. El reconocimiento –de 
una institución que tres años antes re-
petía la narrativa oficial– provenía del 
tipo de imágenes generadas y difundi-
das por las multitudes. Si el “guarimbe-
ro” había sido el símbolo de aquellos 
días, más recientemente el desnudo y la 
señora mayor frente a las tanquetas fue-
ron los íconos que dieron la vuelta al 
mundo. Las movilizaciones intentaban 
forzar al Gobierno a definir un crono-
grama electoral, porque los manifestan-
tes estaban seguros de contar con la 
mayoría de los sufragios.

En 2014 las manifestaciones contaron 
con una cobertura parcial de los medios 
de información, siendo el tuit con imá-
genes el mecanismo privilegiado para 
divulgar por Internet. En 2017 la hege-
monía comunicacional invisibilizaba las 
protestas, por lo que el uso de redes so-
ciales es mucho más intenso: A Twitter 
se sumaban transmisiones por Periscope, 
videos y mensajes de voz por Whatsapp. 

La ofensiva contra el Parlamento logró 
que los diputados aprovecharan la opor-
tunidad para recomponer su relación con 
sus bases de apoyo, participando en las 
protestas y sufriendo como el resto las 
consecuencias de la represión. Sin em-
bargo, por nuestra experiencia en las 
movilizaciones, la relación es dialéctica 
y no unidireccional. Los asambleístas 
eran obligados por la indignación popu-
lar a mantenerse en la calle, y cuando 
este texto se cerraba, improvisando con-
vocatorias para no ser desbordados por 
el descontento, que a pesar de las ame-
nazas gubernamentales no cesaba su 
deseo de permanecer movilizado. 

*Coordinador general del Programa Venezolano de 
Educación Acción en Derechos Humanos (Provea). 
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Las violaciones de los derechos humanos 
que han ocurrido en el marco del con-
trol del orden público durante los meses 
marzo y abril de 2017 se han desarrolla-
do bajo el Decreto número 2.323 del 13 
de mayo de 20161, publicado en la Ga-
ceta Oficial extraordinaria 6.227, me-
diante el cual se declara el estado de 
excepción y de la emergencia económi-
ca, así como de la vigencia de la Reso-
lución 0086102, ambos abiertamente in-
constitucionales y que por ello producen 
nefastos resultados para los derechos 
humanos y las libertades públicas.

Todas las medidas de restablecimiento 
del orden público deben ser compatibles 
con los derechos humanos y los princi-
pios de una sociedad democrática. Tal y 
como lo establece el artículo 332 de nues-
tra Constitución: “Los órganos de segu-
ridad ciudadana son de carácter civil y 
respetarán la dignidad y los derechos 
humanos, sin discriminación alguna”. 

El Estado venezolano está en la obliga-
ción constitucional de adecuar sus planes 
operativos de control del orden público, 
debe disponer de diversos medios para 
el uso diferenciado de la fuerza, mantener 
el funcionamiento independiente del Po-
der Judicial, respetar y garantizar el debi-
do proceso y las garantías judiciales de 
todas las personas, elaborar técnicas de 
control de multitudes que reduzcan al 
mínimo la necesidad de recurrir a la fuer-
za, emplear técnicas de persuasión, me-
diación y negociación; así como cumplir 
la prohibición constitucional del uso de 
armas de fuego y sustancias tóxicas en el 
control de manifestaciones pacíficas, tal 
y como está consagrado en el artículo 68 
de nuestra Constitución.

Obligaciones del Estado respecto  
al control del orden público
El Estado está en el deber de mante-

ner el orden público pero bajo el respe-
to y la garantía de los derechos humanos 
de todos. Los mecanismos de control 
del orden público pueden contemplar 
métodos disuasivos permitidos pero 
nunca pueden ser utilizados para casti-
gar y doblegar el ánimo de los manifes-
tantes por sus ideas o posiciones políticas. 
Si el propósito es infligir intencional-
mente a una persona dolores o sufri-
mientos graves, ya sean físicos o men-
tales con el fin de castigarla por un acto 
que haya cometido o de intimidarla o 
coaccionarla por cualquier razón basada 
en cualquier tipo de discriminación, es-
tamos frente al crimen de tortura, tal y 
como está definido en el artículo 1 de la 
Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Tortura.

Tampoco está permitido, bajo ningu-
na circunstancia alegada, ni siquiera en 
contextos de conflicto armado interno 
o internacional, que fuerzas de seguri-
dad ataquen zonas residenciales, iglesias, 
comercios, hospitales, centros de salud, 
centros educativos y en general sitios 
donde las personas desarrollan su vida, 
dado que esto configura crímenes de 
lesa humanidad. 

La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en su sentencia vinculante e 
histórica, relativa al Caso Caracazo3 dic-
taminó que: ante los elementos que ca-
racterizaron este caso (violaciones a los 
derechos humanos ocurridas en febrero 
y marzo de 1989) se reveló que los cuer-
pos armados y los organismos de segu-
ridad del Estado venezolano no estaban 

Castigar manifestantes  
configura crimen de tortura
Cofavic*
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El Derecho Internacional 
ha reconocido que 
puede generarse 
responsabilidad 
internacional del Estado 
por atribución a este de 
actos violatorios de 
derechos humanos 
cometidos por terceros 
o particulares, en el 
marco de las 
obligaciones del Estado 
de garantizar el respeto 
de esos derechos entre 
individuos.

preparados para afrontar este tipo de 
situaciones de perturbación del orden 
público. Por lo que este Tribunal Inte-
ramericano aseveró que:

… el Estado debe adoptar todas las 
providencias necesarias y, en particu-
lar, las tendientes a formar y capacitar 
a todos los miembros de sus cuerpos 
armados y de sus organismos de se-
guridad sobre los principios y normas 
de protección de los derechos huma-
nos y sobre los límites a los que debe 
estar sometido, aun bajo los estados 
de excepción. 

Además, hizo especial énfasis en que 
no se puede invocar pretextos de man-
tenimiento de seguridad pública para 
violar el derecho a la vida. Por último, 
recalcó que:

…el Estado debe garantizar que, de 
ser necesario emplear medios físicos 
para enfrentar las situaciones de per-
turbación del orden público, los miem-
bros de sus cuerpos armados y de sus 
organismos de seguridad utilizarán 
únicamente los que sean indispensa-
bles para controlar esas situaciones de 
manera racional y proporcionada y con 
respeto a los derechos a la vida y a la 
integridad personal.

Como lo ha señalado la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, la regla 
general establece que el uso de la fuer-
za letal y las armas de fuego por parte 
de agentes de seguridad estatales deben 
estar prohibidos. Su uso excepcional de-
be estar formulado por ley, y ser inter-
pretado restrictivamente de manera que 
sea minimizado en toda circunstancia, 
no siendo más que el “absolutamente 
necesario” en relación con la fuerza o 
amenaza que se pretende repeler. Cuan-
do se usa fuerza excesiva toda privación 

de la vida resultante es arbitraria, por lo 
que solamente deberá hacerse uso de la 
fuerza “o de instrumentos de coerción 
cuando se hayan agotado y hayan fra-
casado todos los demás medios de con-
trol”. Además, en los supuestos en que 
se justifique el uso de la fuerza letal, el 
mismo debe ser “planeado y limitado 
proporcionalmente por las autoridades”.

Responsabilidad del Estado por la 
actuación de grupos armados civiles
Tanto la jurisprudencia interamerica-

na como los estándares internacionales 
han establecido de manera clara que la 
responsabilidad de respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos es úni-
ca e indivisible para los Estados. Y que 
“…dicha responsabilidad internacional 
puede generarse también por actos de 
particulares en principio no atribuibles 
al Estado”.

El Derecho Internacional ha recono-
cido que puede generarse responsabili-
dad internacional del Estado por atribu-
ción a este de actos violatorios de dere-
chos humanos cometidos por terceros 
o particulares, en el marco de las obli-
gaciones del Estado de garantizar el res-
peto de esos derechos entre individuos. 
En este sentido, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (desde ahora 
Corte) ha señalado: 

…dicha responsabilidad internacional 
puede generarse también por actos de 
particulares en principio no atribuibles 
al Estado. [Las obligaciones erga om-
nes de respetar y hacer respetar las 
normas de protección, a cargo de los 
Estados Parte. Es en la Convención,] 
proyectan sus efectos más allá de la 
relación entre sus agentes y las perso-
nas sometidas a su jurisdicción, pues 
se manifiestan también en la obliga-
ción positiva del Estado de adoptar las 
medidas necesarias para asegurar la 
efectiva protección de los derechos 
humanos en las relaciones inter-indi-
viduales. La atribución de responsabi-
lidad al Estado por actos de particula-
res puede darse en casos en que el 
Estado incumple, por acción u omisión 
de sus agentes cuando se encuentren 
en posición de garantes, esas obliga-
ciones erga omnes contenidas en los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención4.

La Corte Europea de Derechos Hu-
manos ha entendido que el artículo 2 
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La violencia e 
impunidad limitan las 
alianzas comunitarias 
naturales para 
sobrellevar o superar un 
conflicto, puesto que 
genera un clima de 
desconfianza, favorece 
la polarización política y 
legitima mecanismos 
extrajudiciales para 
dirimir las diferencias.

del Convenio Europeo también impone 
a los Estados una obligación positiva de 
adoptar medidas de protección, en los 
siguientes términos: 

62. La Corte recuerda que la primera 
oración del artículo 2.1 obliga al Estado 
no sólo a abstenerse de privar intencio-
nal e ilegalmente de la vida, sino tam-
bién a tomar pasos apropiados para 
salvaguardar las vidas de quienes se 
encuentren bajo su jurisdicción (Ver 
caso L.C.B. vs Reino Unido. Sentencia 
de 9 de junio de 1998, Reports 1998-III, 
pág. 1403, párr. 36). Esto conlleva un 
deber primario del Estado de asegurar 
el derecho a la vida, a través del esta-
blecimiento de disposiciones de dere-
cho penal efectivas para disuadir la co-
misión de delitos contra las personas, 
apoyadas por una maquinaria de im-
plementación de la ley para la preven-
ción, supresión y castigo del incumpli-
miento de esas disposiciones. También 
se extiende, en ciertas circunstancias, 
a una obligación positiva de las autori-
dades de tomar medidas preventivas 
operativas para proteger a un individuo 
o grupo de individuos, cuya vida esté 
en riesgo por actos criminales de otros 
individuos (ver la sentencia de Osman 
[…], pág. 3153, párr. 115)5.

Impacto de la violencia generalizada 
en el tejido social
Cofavic considera que los efectos de 

estos episodios graves de violaciones a los 
derechos humanos que han ocurrido en 
los últimos años en Venezuela, han dejado 
un saldo muy lamentable de fallecidos, 
torturados, detenidos, y un clima de po-
larización política y social muy aguda que 
ha afectado la gobernabilidad en Vene-
zuela y la convivencia entre ciudadanos.

Violaciones a los derechos humanos 
como ejecuciones extrajudiciales, desapa-
rición forzada, agresiones físicas, sin duda 
desde el punto de vista de sus autores, 
tienen una intencionalidad que en ocasio-
nes están dirigidas a: eliminar o vejar psi-
cológicamente a un adversario, opositor o 
persona clave, activar un castigo ejempla-
rizante, destruir referentes de identidad 
colectivos, afectar la identidad comunita-
ria, o promover la deshumanización. 

Asimismo, la violencia generalizada y 
la impunidad producen una enorme in-
certidumbre en la población, frente a la 
idea que transmite de desprotección por 
parte de la Ley y de que cualquier per-

sona puede ser afectada. La violencia e 
impunidad limitan las alianzas comuni-
tarias naturales para sobrellevar o superar 
un conflicto, puesto que genera un clima 
de desconfianza, favorece la polarización 
política y legitima mecanismos extrajudi-
ciales para dirimir las diferencias. 

La experiencia en países afectados por 
la violencia de Estado indica que la im-
punidad genera culpa, estigmatiza e in-
moviliza a los individuos y comunidades. 
Inhibe su capacidad crítica y produce 
terror generalizado lo que incide en la 
autonomía de las personas y los grupos 
en su toma de decisiones y en su capa-
cidad para ejercer su ciudadanía. 

*Comité de Familiares de las Víctimas de los sucesos 
ocurridos entre el 27 de febrero y los primeros días de 
marzo de 1989 (Cofavic).

Notas
1	 Cfr. Gaceta Oficial Extraordinaria nro. 6.227 de fecha 13 de mayo 

de 2016. versión digital: 
	 http://albaciudad.org/wp-content/uploads/2016/05/312792311-

Gaceta-Oficial-Extraordinaria-N%C2%BA-6-227-pdf.pdf
2	 Cfr. Gaceta Oficial Nro. 41.074. Decreto de Estado de Excepción 

y Emergencia Económica en todo el Territorio Nacional. Versión 
digital:

	 http://www.mp.gob.ve/c/document_library/get_file?p_l_id=2994
6&folderId=14851088&name=DLFE-14498.pdf

3	 Cfr. Caso Caracazo Vs. Venezuela Sentencia de Fondo. 11 de 
noviembre de 1999. http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articu-
los/Seriec_58_esp.pdf. Sentencia de Reparaciones y Costas. 29 de 
agosto de 2002. http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
Seriec_95_esp.pdf

4	 Cfr. Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia, supra nota 
7, párr. 111. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. http://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_134_esp.pdf 

5	 Cfr. European Court of Human Rights, Kiliç v. Turkey, judgment of 
28 March 2000, Application No. 22492/93, paras. 62 and 63; Os-
man v. the United Kingdom judgment of 28 October 1998, Reports 
of Judgments and Decisions 1998-VIII, paras. 115 and 116. Texto 
original en inglés: 62. The Court recalls that the first sentence of 
Article 2 § 1 enjoins the State not only to refrain from the intentional 
and unlawful taking of life, but also to take appropriate steps to 
safeguard the lives of those within its jurisdiction (see the L.C.B. v. 
the United Kingdom judgment of 9 June 1998, Reports 1998-III, 
p. 1403, § 36). This involves a primary duty on the State to secure 
the right to life by putting in place effective criminal-law provisions 
to deter the commission of offences against the person, backed 
up by law-enforcement machinery for the prevention, suppression 
and punishment of breaches of such provisions. It also extends in 
appropriate circumstances to a positive obligation on the authorities 
to take preventive operational measures to protect an individual or 
individuals whose life is at risk from the criminal acts of another 
individual (see the Osman judgment […], p. 3159, § 115). 63. 
Bearing in mind the difficulties in policing modern societies, the un-
predictability of human conduct and the operational choices which 
must be made in terms of priorities and resources, the positive 
obligation must be interpreted in a way which does not impose an 
impossible or disproportionate burden on the authorities. Accor-
dingly, not every claimed risk to life can entail for the authorities a 
Convention requirement to take operational measures to prevent 
that risk from materialising. For a positive obligation to arise, it must 
be established that the authorities knew or ought to have known at 
the time of the existence of a real and a immediate risk to the life 
of an identified individual or individuals from the criminal acts of a 
third party and that they failed to take measures within the scope of 
their powers which, judged reasonably, might have been expected to 
avoid that risk (see the Osman judgment […], pp. 3159-60, § 116).
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El alto Gobierno lidera un discurso hostil, 
combativo, que desestima a la disidencia 
y pretende ridiculizar a la crítica, asume 
todo cuestionamiento o diferencia como 
una enemistad política1. La discusión pú-
blica está partidizada y la cobertura de 
temas sensibles para la opinión pública 
se criminalizó. En este sentido, la gestión 
institucional actúa bajo premisas discri-
minatorias al juzgar desde la ideología, 
en detrimento de las garantías universa-
les ajustadas a derecho2. 

La manipulación del poder estatal pa-
ra castigar y desmotivar la crítica, legiti-
ma acciones violentas de particulares y 
grupos autodenominados pro-gobierno, 
alimenta agresiones, ataques, amenazas, 
ante la omisión deliberada, y en algunos 
casos complicidad, de organismos de 
seguridad; la ausencia de investigación 
por parte de las autoridades competen-
tes implica la promoción de impunidad. 

La crisis económica y social, tiene 
efectos aumentados por la agudización 
de la crisis política, que tras la suspen-
sión indefinida de elecciones regionales, 
alcanza un nuevo punto de quiebre con 
las sentencias 155 y 156 del Tribunal Su-
premo de Justicia (tsj) al usurpar for-
malmente las funciones del Poder Le-
gislativo, lo que al institucionalizar la 
ruptura del orden constitucional, dege-
nera aún más las garantías de los dere-
chos fundamentales. 

La acelerada depresión económica tie-
ne consecuencias evidentes en la cali-
dad de vida de los ciudadanos y con 
ello en la satisfacción de las necesidades 
básicas, como la alimentación, salud e 
integridad personal. La difusión de estos 
temas, de alta sensibilidad para la opi-
nión pública, resultan perjudiciales pa-
ra la imagen pública del Gobierno, por 
lo que buena parte de los esfuerzos es-
tán orientados a inhibir su cobertura, 

por diversos medios, en uso ilegitimo 
de la fuerza e instituciones estatales. 

Cuadro 1. Violación a la libertad de expresión  
por tipo 
Tipo de violación	 Total	 %
Intimidación	 44	 30,56
Agresión	 33	 22,92
Censura	 19	 13,19
Hostigamiento verbal	 17	 11,81
Amenaza	 15	 10,42
Restricciones administrativas 	 10	 6,94
Ataque	 5	 3,47
Hostigamiento judicial	 1	 0,69
Total general	 144	 100

En abril de 2017 se registraron 144 
violaciones del derecho a la libertad de 
expresión, lo que representa el 40 % del 
total documentado en todo el año 2016. 
La mayoría de las restricciones al dere-
cho (119) se contabilizaron durante o por 
la difusión de protestas en rechazo a la 
ruptura del orden democrático tras las 
decisiones del tsj, extendidas por el res-
to del mes de abril a nivel nacional. 

La obstrucción ilegítima del derecho 
a buscar o difundir información en el 
contexto de manifestaciones representó 
el 82 % de los impedimentos registrados 
en el mes de abril. 

Cuadro 2. Víctimas por profesión/ocupación 
Victimarios por ocupación	 Total 	 %
Cuerpos de seguridad	 47	 44,76
Grupos violentos	 29	 27,62
Simpatizantes de la oposición	 7	 6,67
Hackers	 5	 4,76
Instituciones del Estado	 4	 3,81
Particulares 	 4	 3,81
Funcionario(a)	 4	 3,81
Desconocido	 3	 2,86
Simpatizantes del oficialismo	 2	 1,90
Total general	 105	 100

Abril: contienda entre libertad  
de expresión y autoritarismo
Espacio Público* 
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Con este caso son ocho 
los corresponsales 
extranjeros que han 
sido detenidos o 
expulsados de 
Venezuela en 2017. Lo 
que suma elementos a 
una política de 
opacidad que busca 
censurar la cobertura y 
difusión de temas 
críticos como 
malversación de fondos 
públicos, escasez de 
alimentación y 
medicinas, crisis 
hospitalaria o 
movilizaciones 
opositoras.

De las ciento cuarenta y ocho (148) 
víctimas, setenta y seis (76) son perio-
distas o reporteros, treinta y tres (33) son 
medios de comunicación y profesionales 
de la comunicación, veintitrés (23) son 
reporteros gráficos. El Estado suma más 
del 50 % de los victimarios entre cuerpos 
de seguridad, instituciones del Estado y 
administrativas, y funcionarios. 

Un patrón relevante es la arremetida 
de civiles armados que fungen como 
grupos de choque en la convocatoria de 
manifestaciones. Se autodenominan ofi-
cialistas aunque no cuentan con ningún 
tipo de identificación formal y portan 
indumentaria militar en algunos casos. 
Estos grupos atacan a quienes cubren o 
registran hechos públicos, en especial 
en zonas del centro de Caracas, donde 
el oficialismo condiciona el ejercicio de 
la protesta a un permiso con lo que pro-
híbe la entrada de sectores opositores 
bajo argumentos de discriminación po-
lítica. Estos grupos violentos representan 
el segundo grupo de victimarios más 
frecuente, con un total de 29 arremetidas 
en el mes de abril. La impunidad acom-
paña estas agresiones por la desestima-
ción de los casos en instancias judiciales, 
el retardo en los procesos, por la omi-
sión cómplice de voceros del Gobierno 
y en otras ocasiones el llamado directo 
a estos grupos para “enfrentar” a los 
medios de comunicación o a la oposi-
ción, asumidos desde el discurso del 
Gobierno como “enemigos políticos”. 

Cuadro 3. Victimarios según profesión/ocupación
Victimas por ocupación 	 Total 	 %
Periodista/reportero(a)	 76	 51,35
Medio de comunicación	 33	 22,30
Reportero(a) gráfico 	 23	 15,54
Camarógrafo/técnico	 12	 8,11
Conductor 	 2	 1,35
Miembro de ong 	 2	 1,35
Total general	 148	 100

La mayoría de los cuerpos de seguridad 
están representados por la Guardia Nacio-
nal Bolivariana seguida de la Policía Na-
cional Bolivariana, cuyas arremetidas van 
desde agresiones físicas directas, impedi-
mento o desalojo de espacios públicos, 
confiscación o robo de equipos, destruc-
ción de material registrado, hasta la deten-
ción arbitraria por realizar cobertura. 

Periodistas detenidos por informar
En el mes de abril se registraron trece 

(13) detenciones por parte de las fuerzas 

públicas de seguridad contra periodistas 
y reporteros gráficos durante cobertura 
de protestas y en represalia por cober-
tura sobre temas sensibles como corrup-
ción o contrabando. 

Yonnathan Guedez fue detenido el 10 
de abril por funcionarios de la gnb que 
llegaron a disolver la manifestación en 
la avenida Lara con Leones, en Barqui-
simeto, estado Lara, justo cuando termi-
naba su trabajo como periodista de cu-
brir estos hechos. Tras cinco días reclui-
do fue que sus familiares pudieron ver-
lo. Luego de diversos retrasos e irregu-
laridades en su proceso judicial fue li-
berado con régimen de presentación el 
26 de abril, tras dieciséis días de reclu-
sión, sin su equipo de trabajo ni perte-
nencias personales3.

Durante la marcha convocada por la 
oposición el jueves 6 de abril, el cama-
rógrafo de vpi (Venezolanos por la In-
formación), Elvis Flores, fue detenido 
por la Policía Nacional Bolivariana (pnb) 
mientras realizaba la cobertura. Se des-
conoció su paradero por más de tres 
horas. Fue trasladado a la sede del Ser-
vicio Bolivariano de Inteligencia Nacio-
nal (Sebin), en El Helicoide, de donde 
fue liberado a las 11:35p.m. Las autori-
dades señalaron que estaban haciendo 
un procedimiento de rutina4. 

Sebastián Pérez y Didier Barral, repor-
teros franceses de la Agencia capa, fue-
ron detenidos ilegalmente por funciona-
rios del Sebin mientras se disponían a 
volar de regreso a su país, el 11 de abril. 
Luego de estar más de una semana de-
tenidos en un comando de la Guardia 
Nacional, sin comunicación con sus fa-
miliares y tras intervención de la repre-
sentación consular francesa en el país, 
fueron liberados el 21 de abril. Con es-
te caso son ocho los corresponsales ex-
tranjeros que han sido detenidos o ex-
pulsados de Venezuela en 2017. Lo que 
suma elementos a una política de opa-
cidad que busca censurar la cobertura 
y difusión de temas críticos como mal-
versación de fondos públicos, escasez 
de alimentación y medicinas, crisis hos-
pitalaria o movilizaciones opositoras5.

Violencia en la tarea de buscar 
información
Las agresiones se cometen en repre-

salia por el registro de hechos públicos, 
en especial acciones represivas por par-
te de cuerpos de seguridad y grupos 
paraestatales, principales victimarios. 	 rafael uzcátegui
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Cada denuncia 
registrada es también 
testimonio del pulso 
entre una sociedad que 
a partir de valores 
democráticos decide 
enfrentar a un modelo 
autocrático y militarista.

El 22 de abril, la periodista María Ale-
sia Sosa fue agredida por simpatizantes 
del oficialismo cuando hacía cobertura 
en vivo desde la Redoma de La India 
en Caracas. A la reportera le golpearon 
la cara y su conductor fue cortado en 
la espalda, también fueron robados y 
rociados con gas pimienta en el rostro6.

Durante una concentración de estu-
diantes para protestar en contra de las 
sentencias del tsj en Carora el 10 de 
abril, grupos violentos simpatizantes del 
oficialismo (entre 20 y 30 personas) 
arremetieron en contra de los manifes-
tantes y el equipo de El Caroreño. La 
reportera Anny Loyo, resultó con una 
herida en el labio y el reportero gráfico 
Jonathan Suárez, al cual le intentaron 
arrebatar la cámara, al intentar huir lo 
golpearon y la cámara cayó al piso7.

El 20 de abril, Eleanis Andrade, del 
diario Versión Final, fue agredida por 
la Guardia Nacional Bolivariana junto a 
su reportero gráfico. Los funcionarios 
le lanzaron directamente gases cuando 
cubría protesta en Maracaibo8.

Censura, el poder procura el silencio
La censura se manifestó en el bloqueo 

o ataques informáticos a sitios web in-
formativos, entre ellos plataformas que 
transmitían las protestas en vivo, como 
Venezolanos por la Información (vpi) y 
VivoPlay. En total cinco (5) medios fue-
ron afectados y estuvieron inhabilitados 
por varias horas9. 

El 19 de abril dos canales internacio-
nales, El Tiempo tv de Colombia y Todo 
Noticias de Argentina fueron sacados 
de la parrilla de programación de tele-
visión por suscripción, los cuales reali-
zaban coberturas sobre las protestas 
opositoras que se llevaban a cabo ese 
día10. Una tercera señal, la del canal es-
pañol Antena 3 fue suspendida tempo-
ralmente tras la emisión temporal de un 
documental sobre la crisis nacional ti-
tulado “Venezuela al Límite”11. 

Existe una lógica de manipulación de 
procedimientos y los tiempos para san-
cionar, incluso penalmente, a medios de 
comunicación, directiva y periodistas. Es-
to incluye el cierre arbitrario de medios 
por parte de la Comisión Nacional de Te-
lecomunicaciones. Entre el 10 y el 13 de 
abril fueron cerradas nueve (9) emisoras 
de radio en el estado Falcón12. Bajo pre-
texto de irregularidades administrativas, 
de la cual es participe Conatel al no for-

malizar las concesiones, se procede al cie-
rre y decomiso arbitrario de los equipos.

Corolario
Los patrones registrados de la repre-

sión a la libertad de expresión indican 
la reafirmación de una política sistemá-
tica destinada a castigar cualquier fuen-
te de información que divulgue los he-
chos relativos a las manifestaciones; in-
visibilizar el comportamiento violento 
de la Guardia Nacional Bolivariana, otras 
policias y grupos paraestatales de cho-
que y pretender administrar el flujo de 
información en la sociedad venezolana.

Junto a ese patrón represivo se indica 
la voluntad de la sociedad en procurar 
información de calidad sobre lo que 
ocurre en las calles y también la terca 
insistencia de periodistas e infociudanos 
por contar los hechos asociados a las 
movilizaciones. Cada denuncia registra-
da es también testimonio del pulso en-
tre una sociedad que a partir de valores 
democráticos decide enfrentar a un mo-
delo autocrático y militarista.

* Asociación civil, sin fines de lucro, que tiene como 
finalidad la promoción y defensa de los derechos 
humanos, especialmente la libertad de expresión; el 
derecho a la información y la responsabilidad social en 
los medios de comunicación social.

Notas 
1	 El 20 % de las violaciones al derecho, entre los años 2002-2016, se 

traducen en violencia discursiva: amenazas, insultos y desca-
lificaciones públicas, en particular por parte de funcionarios y 
autoridades. 

2	 La censura, apertura de procedimientos judiciales, restricciones 
administrativas y legales suman 1.147 violaciones al derecho en 
quince años (2002-2016). 

3	 Entrevista realizada por Espacio Público a Yonnathan Guedez. 
4	 Espacio Público, 7 de abril de 2017, “pnb se dedicó a perseguir 

a fotógrafos y periodistas en Venezuela. Tranca Contra el Golpe”. 
Recuperado el 07/04/2017 en https://goo.gl/kHJp9t 

5	 Espacio Público, 19 de abril de 2017, “Espacio Público exige 
inmediata liberación de periodistas franceses”. Recuperado el 
27/04/2017 en https://goo.gl/AqDqtQ Espacio Público, 21 de 
abril de 2017, “Liberados periodistas de la agencia francesa capa”. 
Recuperado el 27/04/2017 en https://goo.gl/BHJXGk 

6	 Entrevista realizada por Espacio Público a María Alesia Sosa. 
7	 El Caroreño, 10 de abril de 2017, “Golpean a fotógrafo y a periodis-

ta cubriendo manifestación en Carora”. Recuperado el 24/04/2017 
en https://goo.gl/3cj7aJ 

8	 Informe del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa (sntp), 
publicado el 25 de abril de 2017.

9	 Los otros medios inhabilitados temporalmente por bloqueos o 
ataques fueron: Sumarium, Contrapunto y El Estímulo. 

10	 El Estímulo, 19 de abril de 2017, “Gobierno venezolano saca 
del aire canales internacionales tn y El Tiempo”. Recuperado el 
19/04/2017 en https://goo.gl/a9Hzrn 

11	 Antena 3, 20 de abril de 2017, “El Gobierno de Maduro cierra la 
señal de Antena 3 en Venezuela”. Recuperado el 21/04/2017 en 
https://goo.gl/qRqjCo 

12	 Las emisoras cerradas fueron: Hit 90.7, Jet 95, Studio 92.1, Punto 
Fijo Stereo, Península 93.3 y San José Obrero, en Punto Fijo. En 
Coro, la emisora Extrema ; y en Churuguara, Festiva 89.3Fm. 
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Detenciones  
en el marco  
de las protestas
Centro de Derechos Humanos-ucab*

Durante el mes de abril han sido documen-
tadas más de setecientas protestas masi-
vas, según cifras del Observatorio Vene-
zolano de Conflictividad Social. El Estado 
ha respondido con la ejecución de patro-
nes sistemáticos de represión que eviden-
cian la criminalización de la protesta a 
nivel nacional. El Ministerio Público ha 
reconocido 1.289 detenciones1.

En relación con las detenciones arbi-
trarias, se observan violaciones al debi-
do proceso, tanto por la actuación de la 
fiscalía, como de los jueces y defensa 
pública. Aun cuando el Ministerio Pú-
blico ha mostrado intención de recupe-
rar su función como garante de derechos 
humanos en los procesos judiciales, se 
siguen presentando irregularidades en 
su actuación y se mantienen afectaciones 
al debido proceso, a causa de la arbitra-
riedad en la actuación fiscal. 

Las actuaciones procesales obedecen 
a un guión que evidencia cómo en la ma-
yoría de los casos destaca la falta de la 
individualización de hechos o estableci-
miento de relación directa entre una con-
ducta y su presunto ejecutor en casos de 
imputaciones conjuntas, limitándose a la 
formulación de acusaciones genéricas.

Los tribunales, al igual que en 2014, 
han tratado de imponer a los detenidos 
la Defensa Pública designada por el Es-
tado bajo el supuesto que será más be-

	 rafael uzcátegui

172	 SIC 794 / mayo 2017



El Ministerio Público 
precalificó los delitos de 
instigación a delinquir, 
daño con violencia y 
ultraje a funcionario. Sin 
embargo no se identificó 
en el acta el o los 
funcionarios contra 
quienes se cometió el 
delito de ultraje.

neficioso para los detenidos, coartando 
su derecho a ser asistidos y representa-
dos por un abogado de su elección y 
confianza. Además, se ha documentado 
la incomunicación de detenidos, el tras-
lado a distintos centros de detención 
promoviendo el desconocimiento de la 
ubicación del detenido y afectaciones a 
la integridad personal.

Estas irregularidades se repiten a nivel 
nacional y evidencian un patrón siste-
mático de actuación por parte de dis-
tintos actores del Estado, quienes con-
tribuyen bien por acción o por omisión 
a la vulneración del debido proceso.

En Anzoátegui, un grupo de aboga-
dos independientes que ha trabajado en 
asistencia a detenidos desde 2014, afir-
ma que muchos de los detenidos no se 
encuentran en las manifestaciones; son 
bajados de unidades de transporte pú-
blico, o son pescadores de la localidad 
de Lechería. Se documentó incluso el 
caso de un periodista que fue detenido 
en el transcurso de la manifestación del 
19 de abril cuando se encontraba ob-
servando la concentración.

El gobernador de la entidad ha mos-
trado supuestas evidencias en televisión 
con claras intenciones de vincular a los 
manifestantes detenidos a partidos po-
líticos, violentando la cadena de custo-
dia de las pruebas e instando a los jue-
ces a tomar decisiones que impongan 
medidas más gravosas que las solicita-
das por el Ministerio Público. Existe ade-
más una carencia total de sustento en 
las actas policiales, falta de tipicidad en 
los delitos imputados y la clara intención 
de dejar detenidos a los jóvenes hasta 
tanto consigan fiadores que cumplan 
con los requisitos establecidos.

El Servicio Bolivariano de Inteligencia 
Nacional (sebin) ha hecho acto de presen-
cia en las comandancias policiales, tra-
tando de obtener confesiones mediante 
el uso de tácticas de intimidación y coac-
ción, que hagan constar que los jóvenes 
detenidos son pagados por dirigentes po-
líticos de oposición para manifestar.

Además, se evidencian cada vez más 
daños a la integridad personal al mo-
mento de practicar la detención, como 
en el caso de un discapacitado, quien 
fue golpeado y en consecuencia tuvo 
que ser intervenido quirúrgicamente. 
También se ha registrado el robo de 
pertenencias por parte de los efectivos 
de seguridad.

De los casos documentados durante 
el mes de abril de 2017, este equipo 

contabiliza 92 detenciones y seis lesio-
nados con denuncias formuladas ante 
la Fiscalía de Derechos Fundamentales.

Por su parte, la Comisión para los 
Derechos Humanos y la Ciudadanía (co-
dehciu) del estado Bolívar, documentó 
el 19 de abril de 2017 un total de 101 
personas detenidas, entre ellos seis ado-
lescentes. En horas de la noche siete 
mujeres y todos los adolescentes fueron 
liberados y la cifra de detenidos se re-
dujo a 74. Cabe destacar que varios de-
tenidos no estaban participando en la 
manifestación, sino que se encontraban 
transitando por el lugar. 

Asimismo, se repite el patrón de vio-
lencia implementado al momento de la 
aprehensión, como en el caso de una 
mujer atacada por efectivos de la gnb, 
empujada y golpeada varias veces has-
ta que la tomaron por el cuello y la lan-
zaron al pavimento para así neutralizar-
la y posteriormente llevársela en una 
patrulla. Los detenidos fueron incomu-
nicados hasta momentos antes de ser 
presentados y allí denunciaron a sus 
abogados diferentes situaciones de tratos 
crueles, inhumanos y degradantes a los 
cuales fueron sometidos en el momen-
to de la detención y durante el tiempo 
de esta (golpeados, ruleteo, amenazas 
de muerte, violencia física y psicológica 
y robo de pertenencias).

La audiencia de presentación de los 74 
detenidos se realizó el 22 de abril, todos 
subsumidos en una misma causa, con 
graves vicios de nulidad presentes en el 
expediente, ya que no se observó la de-
terminación individual de la responsabi-
lidad penal de los detenidos en modo, 
tiempo y lugar; a dos de los detenidos 
se les acusó por hechos de vandalismo 
ocurridos después a su detención. 

El Ministerio Público precalificó los 
delitos de instigación a delinquir, daño 
con violencia y ultraje a funcionario. Sin 
embargo no se identificó en el acta el o 
los funcionarios contra quienes se co-
metió el delito de ultraje. No se colectó 
ningún objeto que probara la agresión 
por parte de los imputados contra fun-
cionarios o contra instalaciones públi-
cas. La fiscal solicitó la medida sustitu-
tiva de privación de libertad con régi-
men de presentación cada treinta días, 
y dos fiadores, solo para siete de los 
imputados en virtud de tener registros 
policiales cinco de ellos y antecedentes 
penales dos. El tribunal incurrió además 
en vicio de ultra petita y solicitó a los 
abogados la donación de materiales de 
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A partir de la revisión de 
la situación en diversos 
estados, se puede 
afirmar que en 
Venezuela se ha 
instaurado un patrón 
sistemático de represión 
y criminalización de la 
protesta a través de las 
actuaciones conjuntas 
de organismos de 
seguridad, grupos de 
civiles armados y 
órganos de justicia…

oficina como resmas de papel, tóner y 
grapas como condición para otorgar la 
libertad.

Dos de los detenidos resultaron heridos 
de gravedad por perdigones en la ingle y 
recluidos en la clínica ceciamb de Puerto 
Ordaz, lugar donde se celebró su audien-
cia de presentación, ambos fueron impu-
tados de los mismos delitos y con las mis-
mas resultas que los otros 72 detenidos. 

El cdh-ucab ha verificado al menos 
cien detenciones arbitrarias en el área 
metropolitana de Caracas. De estos ca-
sos, 68 personas continúan privadas de 
libertad y 28 han sido liberadas. En los 
cinco casos atendidos por el cdh, dos 
fueron liberados tras la audiencia de pre-
sentación y uno tras la consignación de 
los fiadores. Sin embargo se observa que 
hay irregularidades al momento de otor-
gar la libertad bajo fianza. Otros dos 
permanecen privados de libertad debido 
al retardo en la emisión y consignación 
de las boletas de excarcelación.

El 12 de abril de 2017, abogados del 
equipo de asistencia a detenidos del cdh, 
participaron en dos audiencias consecu-
tivas en las cuales, las mismas fiscales, 
en dos procesos diferentes, hicieron 
exactamente las mismas imputaciones, 
con idénticos alegatos. La defensa solici-
tó la nulidad de las actuaciones y denun-
ció violación al derecho a la defensa en 
virtud de que no se estableció una rela-
ción clara, precisa y circunstanciada de 
los hechos que se imputaron en ninguno 
de los supuestos; se alegó la violación 
de la cadena de custodia, procediendo 
en consecuencia a solicitar la libertad 
plena de los detenidos. En ambos casos 
se impuso la medida sustitutiva de liber-
tad bajo presentación de fiadores.

En el estado Lara se repite el patrón 
de imposición de la medida sustitutiva 
de libertad bajo la presentación de fia-
dores, con el añadido de la necesidad 
de consignación de recaudos no esta-
blecidos legalmente para el reconoci-
miento de la fianza. 

En algunos casos relacionados con los 
ciudadanos detenidos en contexto de 
manifestaciones, resulta importante se-
ñalar la particular incertidumbre y es-
tancamiento en un caso en el que tanto 
un tribunal municipal, como uno ordi-
nario se declararon incompetentes para 
conocer de unas detenciones, generan-
do lo que el copp denomina un conflic-
to de competencia (conflicto de no co-
nocer), debiendo resolver esta incidencia 
la Corte de Apelaciones del estado. Esta 

situación se ha presentado tras la recien-
te destitución del presidente de la enti-
dad judicial del estado, lo que ha signi-
ficado una paralización de todos los 
asuntos conocidos por esa Corte.

La organización Promoción Educación 
y Defensa en dd.hh. (promedehum) de 
Mérida, ha registrado más de sesenta 
detenciones arbitrarias, incluyendo me-
nores de edad, de las cuales cincuenta 
han sido durante el mes de abril en va-
rias ciudades del estado; muchas han 
sido practicadas por grupos de civiles 
armados afectos al Gobierno. 

El 7 de abril, catorce personas que se 
encontraban protestando en el Puente 
Chama, fueron detenidas de manera ar-
bitraria. Durante la celebración de la au-
diencia de presentación se cometieron 
vulneraciones al debido proceso por 
parte de los órganos de justicia, la juez 
atendía su teléfono celular durante el 
desarrollo de la misma para escuchar 
indicaciones de actuación. La fiscalía 
solicitó la libertad plena de los deteni-
dos, pero por decisión de la juez y omi-
tiendo lo solicitado por la fiscalía, los 
detenidos fueron liberados con medidas 
cautelares sustitutivas.

En el estado Zulia, la Comisión para 
los Derechos Humanos del Estado Zulia 
(codhez), ha registrado y documentado 
hasta el 27 de abril de 2017, que 98 per-
sonas, de las cuales 21 son adolescentes, 
han sido detenidas arbitrariamente en 
manifestaciones ocurridas en varias lo-
calidades del estado. Del total de dete-
nidos, seis personas han sido privadas 
de libertad, reiterándose patrones de 
represión ocurridos en 2014. 

A partir de la revisión de la situación 
en diversos estados, se puede afirmar 
que en Venezuela se ha instaurado un 
patrón sistemático de represión y crimi-
nalización de la protesta a través de las 
actuaciones conjuntas de organismos de 
seguridad, grupos de civiles armados y 
órganos de justicia que actúan en com-
plicidad, afectando el derecho a la liber-
tad personal y al debido proceso.

*Centro de Derechos Humanos de la Universidad 
Católica Andrés Bello (ucab).

Notas

1	 Venezolana de Televisión. 25 de abril de 2017. “Fiscal Luisa Ortega 

Díaz rechazó atentados contra la paz y muerte de 26 personas en 

actos violentos”. Véase en: http://vtv.gob.ve/fiscal-luisa-ortega-

diaz-que-nadie-se-aventure-a-recorrer-caminos-distintos-a-la-

constitucion/ 
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de Brasil y de la India, que 
crearon Brasilia y Nueva De-
lhi. Creo que a partir de un 
asentamiento ya existente en 
la cuenca del Orinoco se de-
be dar el primer paso en la 
creación de la nueva capital 
venezolana.

Como indica Negrón en su 
texto, el proyecto Orinoco-Apu-
re constituía una “estrategia 
central” en el desarrollo nacio-
nal, en la naciente era boliva-
riana. Según palabras de Gior-
dani, se trataba de un “proyec-
to bandera” y “una revolución 
en sí mismo”. Un aspecto que 
señalaba el autor, y que también 
el periodista Giusti recogía, era 
la ausencia sobre el rol que le 
correspondía a los centros po-
blados existentes en todos estos 
planes de grandes asentamien-
tos urbanos.

“Son muchas las propuestas, 
pero ninguna de ellas debe rea-
lizarse sin previa consulta po-
pular”, sostenía Giusti, a tono 
con el carácter participativo que 
se le daba al modelo democrá-
tico con la nueva Carta Magna. 
También advertía el periodista, 
quien estuvo algunos años co-
mo corresponsal en Moscú: “La 
experiencia de la ex Unión So-
viética y de los Balcanes nos 
demuestra los desastrosos re-
sultados de una ocupación te-
rritorial compulsiva”.

Efectivamente se hablaba de 
movilizar numerosa población, 
de un lugar a otro, tras la bús-
queda de una quimera, que so-
lo parecía compuesta de bene-
ficios, pero sin consultar a los 
afectados. Finalmente el pro-
yecto quedó en el papel y en 
los discursos públicos de una 
época, porque incluso el propio 
Chávez, pasados los años, tam-
poco mencionó más al eje Ori-
noco-Apure. Fue un sueño más 
al que se le dedicaron recursos 
públicos.

* Andrés Cañizález. Miembro del Consejo 
de Redacción de SIC. 

Uno de los tantos  
sueños, el eje  
Orinoco-Apure

texto de Negrón se tituló “El eje 
Orinoco-Apure: una visión re-
accionaria del desarrollo”.

El autor cuestiona que co-
menzando el siglo xxi se insis-
tiera en las viejas tesis “de sesgo 
francamente anti-urbano” que 
proponía la revolución territo-
rial comunicada por el presi-
dente Hugo Chávez, como gran 
novedad del gobierno que re-
cién se estrenaba, pero que en 
realidad tenía como ideólogo 
visible al ministro de Planifica-
ción, Jorge Giordani, sempiter-
no en dicho cargo durante la 
revolución bolivariana en la era 
Chávez.

Para Negrón la propuesta de 
mudar el país al sur, que era lo 
que se proponía, representaba 
un peligro, ya que en aras de un 
supuesto beneficio de lo rural 
por encima de lo urbano, las po-
líticas públicas sencillamente ob-
viaban la necesidad de afrontar 
el reordenamiento urbano en 
urbes complejas del país como 
Caracas, Valencia o Maracaibo.

El eje Orinoco-Apure simbo-
lizaba en aquella etapa germi-
nal del chavismo en el poder la 
necesidad de cambiarlo todo, 
inclusive se planteaba la nece-
sidad de mudar la capital de la 
República, incluso entre quie-
nes antes adversaban esa posi-
bilidad como lo precisaba el pe-
riodista Roberto Giusti en un 
artículo publicado por El Uni-
versal el 30 de mayo de 1999. 
“El nuevo embajador venezola-
no en la India, Walter Márquez, 
siempre crítico mordaz del Eje 
Fluvial, sostiene ahora la nece-
sidad de sacar la capital del cen-
tro del país y ubicarla en la 
cuenca del Orinoco”, sostenía 
Giusti.

En palabras del propio ex di-
putado que se estrenaba en fun-
ciones diplomáticas:

… propongo trasladar la ca-
pital de la República al Ori-
noco, como única manera de 
desarrollar un equilibrio 
geopolítico, porque mientras 
la capital esté en el centro, 
no lograremos ese equilibrio. 
Debemos seguir el ejemplo 

Venezuela como país no solo es-
tá compuesta de lo hecho, de lo 
erigido y construido en térmi-
nos de su infraestructura, sino 
que también está alimentada de 
proyectos que en algunos casos 
parecen utopías. Uno de los sue-
ños que marcó a los inicios del 
chavismo entre 1999 y 2000 fue 
la quimera (no puede llamárse-
le de otra forma) de mudar al 
país al sur, con el eje Orinoco-
Apure. Se trató de un proyecto 
al cual el tándem Chávez-Gior-
dani le dedicó largas horas en 
cadenas y alocuciones. Todo 
quedó en palabras.

En la revista SIC correspon-
diente a mayo de 2000, el arqui-
tecto y urbanista Marco Negrón 
hizo un desmenuzado análisis 
de las implicaciones ideológicas 
que comprendía aquel faraónico 
proyecto, que en palabras ofi-
ciales podía implicar el asenta-
miento en el sur del país de 
nueve millones de personas. El 
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Breve revisión de la historia oficial 

La política social durante la gestión  
de Maduro (2013-2016)
Carlos Aponte Blank*

	diario  metropolitano

El Gobierno venezolano insiste en que la gran inversión 

social del Estado, canalizada mediante programas como 

las misiones sociales, seguirá contribuyendo a promover 

el desarrollo y a reducir la pobreza. Esa propaganda 

contrasta con la caída drástica del gasto social real por 

habitante en 2015 y 2016, el grave deterioro de los 

servicios sociales sectoriales, la obvia insuficiencia e 

inefectividad de las misiones y el dramático aumento 

que ha registrado la pobreza desde el 2013, si se la 

mide con sensatez y pertinencia 

De manera persistente, aún en medio de la graví-
sima situación social de los últimos años, distin-
tos voceros gubernamentales –comenzando por 
el presidente Maduro y el vice-presidente El Ais-
sami– han sostenido1 que Venezuela destaca y 
contrasta, entre las naciones, por: 1) su muy al-
ta inversión social; 2) los elevados logros socia-
les, alcanzados especialmente mediante sus mi-
siones; y, 3) la reducción de la pobreza. En este 
sucinto recorrido por la política social del pasa-
do cuatrienio (2013-2016) revisaremos los puntos 
de ese balance gubernamental.

La decaída inversión pública social
Insiste el Gobierno en que más del 70 % de 

la inversión pública en Venezuela se destina a 
lo social y que esa elevada erogación ha sido 
una constante de los gobiernos chavistas, que 
sobresale en el escenario internacional y latino-
americano. Hay que recordar que, desde 1999-
2003, el promedio anual del gasto público social 
(gps) fue el más alto de toda la historia de las 
finanzas del Estado venezolano, destacando co-
mo su fase estelar la de los años de mayor bo-
nanza petrolera (2004-2014) y alcanzando sus 
cifras récord en el 2006-07 y 2011-12.

Sin embargo, hay que precisar que el gasto 
apunta a unas potencialidades que, para concre-
tarse en resultados satisfactorios, requieren de 
una gestión de los recursos financieros que sea 
efectiva, transparente y sostenible en el tiempo. 
Ese tipo de gestión no ocurrió hasta el 2012 
(véase Aponte:2016) y hay menos razones para 
pensar que ello haya pasado en los años más 
recientes. 

También, hay que puntualizar que no es cier-
to que el gps venezolano no tenga parangón 
mundial ni latinoamericano. Nuestro gasto social 
parece moverse, entre 2004 y 2015, entre 55 y 
60 % del gasto público total (de acuerdo a la li-
mitada información oficial disponible para hacer 
esos cálculos) y no cerca del 72 % que publicita 
el Gobierno, sin referencia a fuentes estadísticas 
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El manejo fantasioso e inescrupuloso que ha 
hecho el Gobierno de la medición por nbi, al 
plantear que la pobreza ha bajado en Venezue-
la, a pesar del obvio agravamiento de ese fenó-
meno en los últimos años en el país, lleva a la 
conclusión de que ese método de medición de 
la pobreza: 1) o es un tipo de medición que ya 
no sirve, debido a que las variables e indicado-
res que lo integran (o su ponderación) han per-
dido sensibilidad para captar la realidad que 
quieren representar; y/o, 2) es un método que 
el Gobierno está usando mal.

De manera muy discreta, el ine registró el au-
mento de la pobreza de ingresos desde el 2º 
semestre de 2012 hasta el 2014. Pero, a partir del 
2º semestre de 2015, al menos hasta marzo de 
2017, no ha vuelto a brindar datos oficiales a ese 
respecto, omisión estadística que ocurre en una 
gran variedad de campos. El detalle está en que 
el 2015 y 2016 son, con mucho, los años de ma-
yor inflación de toda nuestra historia y –hasta 
donde se sepa– se trata de la más elevada del 
mundo, niveles de inflación que son considera-
dos universalmente como un factor que agrava 
inevitablemente la pobreza de ingresos. 

A ese respecto, con sus estimaciones propias, 
la Encuesta de Condiciones de Vida (Encovi), 
realizada por algunas de las más prestigiosas 
universidades venezolanas (ucv, usb y ucab), ha 
documentado con nitidez el grave proceso de 
empobrecimiento que ha ocurrido desde el 2013. 
No hay mayores dudas de que si el ine difun-
diera unos datos “validables”, en el mejor de los 
casos sus estimaciones de pobreza de ingreso 
para el 2016-17 deberían situarse en porcentajes 
parecidos a los que ese organismo identificaba 
a ese respecto a fines de los noventa. 

Las misiones y las novedades  
de la política social
Sin embargo, en el 2013 el Gobierno anuncia-

ba que gracias a las Bases de misiones y a la Gran 
Misión Hogares de la Patria, se contendría la po-
breza en el país bajo el falso supuesto de que las 
misiones sociales habían tenido anteriormente 
una contribución fundamental para reducirla. La 
Gran Misión Hogares de La Patria empezó a fun-
cionar finalmente en 2016 bajo la figura de las 
“tarjetas socialistas” y para inicios del 2017 apor-
ta, según la información oficial, un monto de Bs. 
50.000 (un tercio del ingreso mínimo legal) a unos 
500.000 hogares4. Para quienes perciben y requie-
ren esos aportes, en medio del empobrecimiento 
severo y masivo del país, es obviamente mejor 
contar con esa transferencia que no tenerla. Pero, 
esas prestaciones no pueden tener un efecto sus-
tancial en defensa del poder adquisitivo de los 
hogares si –como en el caso venezolano– no se 
afronta la inflación, en tanto que se atiende a una 
guerra fundamentalmente imaginaria.

claras. Más allá de eso, los datos de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe 
(Cepal) evidencian que, por ejemplo, Uruguay 
y Brasil tienen un gasto social cercano al 75 % 
del gasto público total y Chile tiene 68 %, muy 
por encima de los registros venezolanos que 
pueden documentarse.

Pero, lo que hay que resaltar especialmente en 
ese marco de reflexión es que, de las distintas 
mediciones, la más importante no es la que pri-
vilegia el Gobierno, sino que es el gasto real por 
habitante ya que es un cálculo directo del gasto 
social y no uno indirecto y relativo a otra varia-
ble (como el gasto público total o como podría 
ser el pib; véase Recuadro en Aponte: 2016). Gra-
cias a la información presupuestaria obtenida por 
Transparencia Venezuela (2017)2 se confirma que 
en el 2015 el gps real por habitante cayó por de-
bajo del umbral simbólico de los “años estelares” 
de ese gasto bajo el chavismo, para situarse en 
valores inferiores a los del año 2004. Y, aunque 
la información económica y fiscal oficial es aún 
más insuficiente para el 2016 que para 2015, las 
fundamentadas estimaciones preliminares (por 
ejemplo, de Torino capital) sobre la nueva caída 
del gasto público real para este año apuntan a 
que el gps real por habitante se situó en 2016 en 
las proximidades de su valor en los denostados 
años finales de los noventa. En medio de la pro-
bable continuación de la crisis económico-social 
es de prever que el alto gasto social que figuró 
–razonablemente– como un logro potencial de 
las gestiones chavistas, se haya diluido por la 
improvisación, por el extremo descuido para 
sostener el valor de ese gasto en el tiempo. 

Pobreza en expansión 
Insiste el Gobierno en que la pobreza3 ha se-

guido descendiendo desde el 2013 en Venezue-
la, asociando esa disminución con la importan-
cia y el peso que se le ha dado a la política so-
cial y, en particular, a las misiones en las gestio-
nes desde 1999. Para fundamentar esa supuesta 
mejora el Gobierno apela a los registros del Ins-
tituto Nacional de Estadísticas (ine) sobre pobre-
za por necesidades básicas insatisfechas (nbi)

En este espacio no podemos abundar en con-
sideraciones metodológico-conceptuales. Pero 
es cada vez más claro, especialmente en Amé-
rica Latina, que aunque una medición adecuada 
de la pobreza no puede limitarse a los ingresos 
(o a un “sustituto” como los gastos o activos), 
muchísimo más inapropiado es que se los omi-
ta, como ha pretendido el Gobierno venezolano 
desde el 2013. La medición por nbi se propuso, 
fundamentalmente a inicios de los 80, para com-
plementar y no para sustituir a la estimación de 
la pobreza según ingresos. Ello abrió el cálculo 
para el método integrado de pobreza (Pon-
ce:2009; Correa:2016).
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	en  todo noticias

Junto con la formación de los Comités Locales 
de Abastecimiento y Producción (clap) se supo-
ne que las Bases de misiones y aquellas tarjetas 
socialistas habrían sido las mayores novedades 
de la política social desde el 2013. Pero, las Ba-
ses de misiones fundamentalmente se propusie-
ron “reagrupar” las principales misiones tradi-
cionales (creadas en 2003) que ya mostraban 
una crisis abierta, independientemente de su 
popularidad comunicacional: las misiones edu-
cativas registraban desde hace varios años un 
descenso sostenido de su matrícula, probable-
mente ocasionado por su muy baja calidad; la 
misión Barrio Adentro y sus propósitos preven-
tivos en salud han coincidido con registros rela-
cionables con esa prevención (como la razón de 
mortalidad materna y la tasa de mortalidad in-
fantil) que, después de tender al estancamiento, 
han evidenciado lo que probablemente pueda 
considerarse como su peor involución histórica; 
y la misión Alimentación terminó siendo elimi-
nada por Maduro en febrero de 2016 debido a 
sus corruptelas y desvíos de productos, para ser 
sustituida por la Gran misión abastecimiento 
soberano que puede sintetizarse en los clap. Es-
tos reeditan el mismo esquema de la suprimida 
misión Alimentación con actores parcialmente 
diferentes, ahora más partidizados, y habrá de 
concluir en el mismo fracaso organizacional que 
seguirá marcando a los mecanismos de subsidio 

indirecto de alimentos en un marco institucional 
como el venezolano. 

Si hiciera falta otra evidencia, la Encovi ratifi-
ca que se ha producido un aumento masivo de 
la pobreza a pesar de que –en general– se dio 
una ampliación de la cobertura de las misiones 
sociales en 2015 y a fines de 2016 con respecto 
a la que tenían en 2013-14, que fue un momen-
to bastante crítico para esos programas. 

En cuanto a las llamadas Grandes misiones 
(gm) promovidas a partir de 2011, la que funda-
mentalmente se ha seguido desarrollando desde 
el 2013 es la gm Vivienda, combinada con la Ba-
rrio Nuevo/Barrio Tricolor. Ese programa ha 
atendido una dimensión como la de vivienda 
que, en general, se descuidó muy marcadamen-
te por las gestiones de Chávez entre 1999 y 2010 
y que se ha valorado mucho más desde su crea-
ción. Sin embargo, los registros que se han ma-
nejado sobre sus ejecutorias, muy especialmen-
te desde el 2013, son de bajísima confiabilidad 
como han advertido numerosos expertos junto 
con la Encovi, la Asamblea Nacional, la Cámara 
Venezolana de la Construcción, Provea y Trans-
parencia Venezuela, entre otras organizaciones. 
Para 2011-2013, unas estimaciones fundamenta-
das apuntaban a que con esta Misión se había 
logrado un promedio de construcción anual de 
viviendas (por 1.000 habitantes) cercano al de 
varios de los períodos democráticos del siglo 
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pasado. Este tipo de apreciación contrasta abier-
tamente con la propaganda sobre esta Gran mi-
sión a la que, al igual que en otros casos que 
referiremos de inmediato, se le atribuyen oficial-
mente resultados que demostrarían la excepcio-
nalidad de los logros sociales del socialismo del 
siglo xxi. 

Algunas referencias sectoriales
No abundaremos en un sector como la vivien-

da más allá de lo antes comentado, aunque hay 
que apuntar el grave descuido que ha tenido el 
desarrollo urbano en las gestiones gubernamen-
tales desde el 2001, en el contexto del debilita-
miento financiero de las gobernaciones y alcal-
días que han sido –históricamente– las que han 
priorizado la atención a ese relevante sub-sector 
social. Y no tenemos espacio para abordar sec-
tores como salud y nutrición, campos primor-
diales que atraviesan por un estado extremada-
mente crítico, que ha sido abundantemente do-
cumentado por la academia y por los medios de 
comunicación autónomos. 

Pero sí nos detendremos puntualmente en 
materia de seguridad social y educación porque 
también insiste el Gobierno en que en esos sec-
tores, en los que ciertamente hubo importantes 
avances cuantitativos entre 1999 y 2012 (véase 
Aponte:2014), estos logros se han consolidado 
en los años más recientes. Esta referencia apun-
ta en especial hacia las pensiones de vejez y el 
aumento de la matrícula educativa.

Con respecto a lo primero, Maduro afirma a 
inicios del 2017 que más de 90 % de la pobla-
ción venezolana cuya edad aplica para recibir la 
pensión de vejez (mujeres de 55 años y más; y 
hombres de 60 años y más) estaría obteniendo 
ese aporte. No deja de asombrar esa afirmación 
cuando el Infoplan del Ministerio de Planifica-
ción (consultado el 31-03-2017) sigue registrando 
que para el 2013 (último año que reporta ese 
sistema) fue un 53 % la población de 60 años y 

más la que contó con dicha prestación, cifra cer-
cana a la que ofrece a ese respecto la Encovi 
para 2014. El Instituto Venezolano de los Seguros 
Sociales (ivss) registra que para 2015 son 2.303.554 
los pensionados por vejez que representarían 
63,2 % de la población-objetivo potencial de esos 
beneficios. Esta cifra incluye a los pensionados 
de la misión Amor Mayor (pensiones no contri-
butivas) y la diferencia porcentual con respecto 
a estimaciones como las de Infoplan o Encovi 
2016 puede deberse a que estas no registran a 
esa misión y a que falten algunas actualizacio-
nes/desincorporaciones en el dato del ivss. Aho-
ra, lo lamentable en ese marco, no es que Ma-
duro celebre una ilusoria cobertura de 90 % 
sino que, al hacerlo, omita el gravísimo deterio-
ro que ha sufrido en los últimos años el valor 
real de las pensiones de vejez que equivalen, 
para marzo de 2017, a un salario mínimo (unos 
Bs. 40.638) que cubre una ínfima parte de una 
Canasta Alimentaria que es el marcador para la 
pobreza extrema por ingresos.

Con respecto a la matrícula educativa, el Go-
bierno ha resaltado el crecimiento de la educa-
ción superior. De acuerdo a la imprecisa infor-
mación disponible, en 2013-2015 se habría se-
guido expandiendo la matrícula en ese nivel 
educativo. Pero, hay que advertir que ese incre-
mento, sumado al que para esos años registra 
el pre-escolar formal, apenas compensó la caída 
de la matrícula en educación primaria y secun-
daria en esos años: para 2013-2015 se estancó 
la matrícula educativa general y esa paralización, 
por dos años escolares consecutivos, constituye 
un hecho que no se había producido nunca, al 
menos desde 1958, en materia de evolución ge-
neral de la matrícula educativa venezolana (véa-
se me:va). La Encovi ratifica ese estancamiento 
pero además, para el 2015 empezó a detectar un 
retroceso en la asistencia educativa de la pobla-
ción de 18-24 años; es decir, entre quienes par-
ticipan en la educación superior (Freitez:2016); 
y, luego, en 2016 identifica una declinación –aún 
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leve– de la asistencia escolar de los niños y ado-
lescentes de 3 a 17 años. En definitiva, un cam-
po como el educativo en el que para 1999-2012 
hubo logros cuantitativos de importancia, a pe-
sar del extremo descuido de la calidad, está evi-
denciando para 2013-2016 el peor desempeño 
en la evolución matricular, al menos desde 1958.

La opacidad revela la decadencia
A medida que ha avanzado la crisis, se ha 

acrecentado la omisión o la censura de la infor-
mación estadística oficial. La opacidad parece 
revelar la decadencia y, tan generalizada se ha 
hecho, que se ha convertido en una de las ca-
racterísticas básicas de la política pública y so-
cial. Variando en cuanto a los años o meses de 
ocultamiento, van desapareciendo las cifras ofi-
ciales del pib, de inflación, de gasto total y social 
del sector público, de pobreza de ingresos, la 
información del Boletín Epidemiológico, la del 
gasto total y social que brindaba la Ley de Pre-
supuesto o la que han ofrecido Memorias y 
Cuentas como la de Educación sobre la matrí-
cula educativa. Es una extraña forma de eviden-
ciar los excepcionales logros que se pregonan. 
Recuerda mucho unas ideas de Václav Havel que 
Heinz Sonntag citó en uno de sus últimos artí-
culos. Decía Havel:

Como el régimen es prisionero de sus propias 
mentiras, debe falsificar todo.
Falsifica el pasado. Falsifica el presente y falsi-
fica el futuro.
Falsifica las estadísticas.
[…] Finge respetar los derechos humanos.
Finge que no persigue a nadie.
Finge no temerle a nada.
Finge que no finge nada.

*Sociólogo. Profesor-investigador del Cendes-ucv.
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LCoincidiendo con los comunicados de la Conferencia 

Episcopal Venezolana (cev) sobre las condiciones  

del diálogo y la ruptura del hilo constitucional así como 

de la represión desproporcionada de las manifestaciones 

pacíficas, los jesuitas venezolanos denuncian que  

viven en un Estado secuestrado y violado por  

un Gobierno dictatorial

Recuperar la convivencia democrática

CEV y jesuitas se pronuncian  
por la dignidad y la paz 
Jesús Bastante*

os jesuitas venezolanos han dicho basta. Ante la 
escalada de violencia en Venezuela y la situación 
de hambre y necesidad que vive el país, la Com-
pañía de Jesús, a través de sus diversos órganos, 
ha denunciado que “vivimos en un Estado se-
cuestrado y violado por un Gobierno dictatorial”, 
al tiempo que hablan de “represión indiscrimi-
nada y sistemática contra la población civil”, por 
parte del Ejecutivo de Maduro.

“Como cristianos, nos corresponde acompañar 
este largo Viernes Santo que ha vivido nuestro 
pueblo”, denuncian los jesuitas, que se suman al 
“mensaje claro y valiente” de los obispos del país.

Concentración de Montalbán ante la CEV.	 Creative Commons

	ma yo 2017 / SIC 794	 181



nueva estación en este viacrucis del pueblo ve-
nezolano, un despojo más, una nueva espina, 
otro golpe en este camino tortuoso en el cual 
llevamos varios años”.

“Queremos caminar hacia la verdadera liber-
tad que supone reconocernos todos como miem-
bros de una comunidad política que respeta los 
derechos de todos, que permite verdaderos ca-
minos de desarrollo, que propicia una auténtica 
solidaridad”, concluye el editorial, reclamando 
“respeto al Estado de Derecho, separación de 
poderes, legitimidad del Parlamento como ins-
tancia de control y decisión democrática”.

 Finalmente, las autoridades de la Universidad 
Católica Andrés Bello ofrecieron una rueda de 
prensa para fijar posición sobre la actuación de 
los organismos de seguridad del Estado frente a 
las protestas registradas en el país, en la última 
semana, en contra de las sentencias del Tribunal 
Supremo que inhabilitaron a la Asamblea Nacional 
y a favor de la restitución del orden constitucional.

El encuentro estuvo encabezado por el rec-
tor, Francisco José Virtuoso, el cardenal  Jorge 
Urosa Savino –arzobispo de Caracas y canciller 
de la ucab– y el Padre Rafael Garrido –provincial 
de la Compañía de Jesús en Venezuela y vice-
canciller de esta casa de estudios– quienes le-
yeron un comunicado en el que denunciaron el 
despliegue de una “represión indiscriminada y 
sistemática contra la población civil”  y el “uso 
irresponsable e ilegal de la fuerza” por parte del 
Ejecutivo nacional.

En el documento, las autoridades aseguraron 
que la Universidad Católica “no debe ni puede 
permanecer callada frente a la violación de de-
rechos humanos y la impunidad”. Calificaron 
como “aberrantes” acciones represivas  el uso de 
armas de fuego, el disparo de bombas lacrimó-
genas hacia centros hospitalarios y centros co-
merciales y el lanzamiento de estos artefactos 
desde helicópteros del Estado.

Los representantes de la ucab exigieron al 
Gobierno nacional el cese de la criminalización 
de las manifestaciones pacíficas y las detencio-
nes arbitrarias, advirtieron que no “se pueden 
sacrificar los derechos humanos con el pretexto 
de restaurar el orden público” y pidieron inves-
tigar “de manera independiente y exhaustiva” 
los excesos cometidos en el control del orden 
público, porque “configuran graves infracciones 
del derecho internacional y pueden constituir 
crímenes de lesa humanidad”.

Igualmente recordaron que la protesta es un 
derecho consagrado en la Constitución nacional  
y llamaron a quienes deseen ejercerla a hacerlo 
“en el marco del respeto a las leyes y a los ciu-
dadanos, evitando todo tipo de violencia que 
tergiversa los más nobles propósitos”.

 *Redactor jefe del portal de información religiosa Religión Digital.

El primero en reaccionar ha sido Luis Ugalde, 
s.j., director del Centro para Estudios y Reflexión 
Educativa de la Compañía de Jesús (Cerpe), que 
califica la situación en Venezuela de “moralmen-
te inaceptable”. 

Para Ugalde, “se ha puesto en evidencia que 
vivimos en un Estado con Constitución demo-
crática pero secuestrado y violado por un Go-
bierno dictatorial”, refiriéndose a la decisión del 
tsj (posteriormente echada para atrás) de anular 
los poderes de la Asamblea Nacional.

“El país y el mundo ahora están más claros: 
la democracia ha sido violada con un golpe mor-
tal contra la soberanía del pueblo cuyos votos 
han sido quemados en la hoguera de los usur-
padores”, subraya Ugalde, quien incide en que 
“este grave delito tiene delincuentes que deben 
ser sancionados”, y que “no hacerlo es compli-
cidad con el golpe”.

Por su parte, la revista SIC y el Centro Gumilla, 
órgano de la Compañía de Jesús en Venezuela, 
publicaron un editorial, titulado “Es una dictadu-
ra”, en el que califican los últimos movimientos 
del Ejecutivo de Nicolás Maduro como “claro 
golpe de Estado y un claro desenmascaramiento 
definitivo del Gobierno como una dictadura”

Para la revista,  “las situaciones de hambre, 
represión, falta de atención e insumos médicos 
básicos, que hemos definido como crisis huma-
nitaria en un país en el cual tales circunstancias 
resultan inexplicables, en el fondo pueden ser 
leídas como una política expresa de sometimien-
to de la población, cuyo objeto fue y es evitar 
el levantamiento popular frente a un auto golpe”.

Al tiempo, denuncian “las  continuas deten-
ciones de diversos políticos venezolanos”, así 
como “el desprecio con el que se ha tratado a 
la comunidad internacional, comenzando con el 
mismo Vaticano”. Para la revista, “nos enfrenta-
mos a una dictadura como ciudadanos y como 
cristianos. Tenemos presente lo dispuesto en los 
artículos 333 y 350 de la Constitución que nos 
exigen hacer todo lo que de nosotros dependa 
para la restitución de las libertades. Se trata 
del accionar como ciudadanos a través de la 
protesta pacífica, sin armas, sin violencia y en 
resistencia al abuso del poder. Se trata de usar 
la palabra y la razón a pesar de que la misma 
en tiempos de turbulencia le cuesta encontrar 
su camino. Se trata de no caer en el chantaje de 
la fuerza y alegar nuestros derechos y el derecho 
de una solución democrática y electoral”.

“Como cristianos [añade] nos corresponde 
acompañar este ya largo Viernes Santo que ha 
vivido nuestro pueblo. El hambre sigue presen-
te, la falta de medicinas, las operaciones violen-
tas de la olp, los malos servicios públicos o su 
desaparición, la inseguridad, que se suman y 
agravan otros males que tienen larga data”, al 
tiempo que critica el último paso dado por el tsj 
(que provocó los últimos incidentes), que es “una 
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del comunicado 
de la ucab

(…)
En concreto, los ciudadanos que han salido a protestar 
exigen:
• Reconocer plenamente a la Asamblea Nacional y 
restituir todas sus funciones.
• Convocar a elecciones regionales y municipales de 
acuerdo a lo previsto en la Constitución Nacional, con 
garantías plenas.
• Levantar la inconstitucional inhabilitación política 
dictada contra el gobernador Henrique Capriles.
• Conceder libertad plena de los presos políticos.
• Que el Poder Ciudadano califique de falta grave 
las decisiones de la Sala Constitucional que fueron 
denunciadas por la Fiscal General de la República como 
“ruptura del orden constitucional”.
Ante estas demandas legítimas de nuestro pueblo, el 
gobierno ha desplegado una represión indiscriminada 
y sistemática contra la población civil haciendo uso 
irresponsable e ilegal de la fuerza. Son especialmente 
aberrantes los disparos de bombas lacrimógenas dentro 
de centros hospitalarios y de centros comerciales, el 
disparo de este tipo de bombas directo a las personas y 
el lanzamiento de estos artefactos desde helicópteros de 
los cuerpos de seguridad del Estado. Se ha registrado el 
uso de armas de fuego para reprimir a los manifestantes. 
Solo en Caracas se reportan más de 50 heridos, se han 
reportado 2 muertos en diferentes estados y el número 
de detenidos en el país asciende a 298 personas.
Todos los mecanismos de orden público deben ser 
compatibles con la protección y la garantía de los 
derechos humanos. Nuestra Constitución establece en 
su artículo 68, que se prohíbe el uso de armas de fuego 
y sustancias tóxicas en el control de manifestaciones 
pacíficas. El Estado tiene un límite que no puede 
transgredir y son los derechos humanos. No se pueden 
sacrificar los derechos humanos con el pretexto de 
restaurar el orden público.

Exigimos al gobierno en nombre de Dios: que cese la 
represión y la criminalización de las manifestaciones 
pacíficas mediante las cuales el pueblo expresa su 
descontento y demanda cambios. Que cesen las 
detenciones arbitrarias y se cumpla el debido proceso y 
las garantías judiciales a todas las personas privadas de 
libertad en el marco de las manifestaciones recientes. 
Que suspenda de inmediato y se investigue de manera 
independiente y exhaustiva el lanzamiento de gases 
tóxicos y disparos de perdigones y armas de fuego contra 
los manifestantes, locales comerciales, centros de salud 
y vehículos, dado que estos actos configuran graves 
infracciones del derecho internacional y pueden constituir 
crímenes de lesa humanidad.
Al mismo tiempo pedimos a todas las personas que 
deseen ejercer su legítimo derecho a la manifestación, 
que lo hagan en el marco del respeto a las leyes y a los 
ciudadanos, evitando todo tipo de violencia que tergiversa 
los más nobles propósitos.
Reconocernos todos como hermanos, hijos de esta tierra, 
y recuperar la convivencia democrática es nuestro gran 
reto. Rogamos a Jesucristo puesto en cruz que su grito 
de dolor conmueva nuestras entrañas ante la violencia 
generalizada que está golpeando a nuestra gente.
Que Jesucristo Nazareno nos bendiga en este día en el 
que todo el país y especialmente la ciudad de Caracas 
agradecen su compañía misericordiosa.

Caracas, 12 de abril de 2017.
Francisco José Virtuoso, s.j.

Rector
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 n su cuaderno de viajes titulado 

Morir en Benares, el profesor 
Bernardo Enrique Flores Ortega 
nos deleita el espíritu a través 
de la maravillosa narración de 
sus experiencias místicas y mí-
ticas vividas en diez pasajes de 
sus viajes al exterior, cuyas ciu-
dades tienen elementos históri-
cos de carácter trascendental 
tanto para la cultura occidental 
como oriental. A continuación 
se expondrá un breve resumen 
de cada uno de los viajes como 
un preámbulo que abrirá la in-
vitación a tan agradable lectura 
de este texto. En su primer via-
je titulado: “El laberinto: Un 
enigma en la catedral de Char-
tres”, narra la sorpresa mayor 
que encuentra dentro de esta 
catedral ubicada en la ciudad de 
Chartres, en el departamento de 
Eure y Loir, en Francia, el ma-
ravilloso Laberinto dibujado en 
piedra en el pavimento interior, 
cuya intrínseca relación encuen-
tra con el mito griego del Labe-
rinto y el minotauro de la ciu-
dad de Creta que posee más de 
3000 años de historia. En este 
sentido encuentra una relación 
directa con el significado de la 
palabra laberinto: “la casa de la 
doble hacha, construido en ar-
quetipo universal para represen-
tar el drama y la tragedia huma-
na frente a las incertidumbres 
de este mundo” (p. 25). 

El segundo viaje: “Una pa-
sión llamada Santa Teresa de 
Ávila”, nos hace sentir la mística 
experiencia que vivió al entrar 
a la casa natal de Santa Teresa 
de Jesús, cuando al encontrarse 
en el interior de la habitación, 
donde nació la Santa, asegura 
haber percibido el egrégor de 
patrona de España, declara así 
en 1622. 

En el tercer viaje titulado: 
“China la Ciudad Prohibida”, 
pintorescamente describe las 

penurias vividas por el paquete 
turístico que le permitió poder 
visitar la gran Ciudad Púrpura 
Prohibida, en Beijing, cataloga-
da como la más grande y anti-
gua obra arquitectónica de ma-
dera del mundo y declarada por 
la unesco Patrimonio de la Hu-
manidad en 1987. 

“Lhasa: Encuentro con ‘el te-
cho del mundo’, en la capital 
del Tíbet”, es su cuarto viaje. En 
esta ciudad llena de templos bu-
distas (budismo tántrico tibeta-
no) con caracteres exotéricos, 
cuyo fin último de los monjes 
que estos albergan es la bús-
queda del despertar perfecto. 
En este sentido el autor del tex-
to expresa que sus días en Lha-
sa transcurrieron con: “Un gran 
deseo de introspección, con 
una profunda sensación de nos-
talgia por algo que he deseado 
toda mi vida y que aún no sé 
qué nombre darle; algo que co-
linda con el misterio, con lo in-
tangible, con el mismo pálpito 
de vida que da calor a mis ve-
nas y que me enardece cuando 
lo percibo cerca”. 

“Templos eróticos en Khaju-
raho: un reto a la inocencia per-
dida”, es el quinto viaje narrado 
por el autor, cuya imaginación 
del lector se puede deleitar 
cuando el autor describe la su-
til belleza de los templos que 
se encuentran en la ciudad de 
Khajuraho, en la India, adorna-
dos con estatuas que exhiben 
los cultos a la fertilidad femeni-
na en tiempos pre-arios y que 
representan uno de los puntos 
culminantes de la arquitectura 
indostaní de todos los tiempos. 

“De oráculos, augures y dio-
ses”, es el sexto pasaje narrado 
en el texto. Camino hacia las 
ruinas del templo de Apolo, a 
un costado de la ciudad de Del-
fos en la Grecia continental, con 
gran maestría el autor describe 

Libro

Morir  
en Benares
Rosa Corzo*

Un libro de viajes cargado  

de historias míticas y de gran 

simbolismo donde lo espiritual  

es el eje transversal de toda  

la experiencia
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lería de los Uffizi, en Florencia 
Italia. Los mitos de Venus, dio-
sa del amor y la belleza, son 
múltiples y ellos evocan 92 re-
señas de lo erótico, el amor, el 
deseo, la pasión; nos encantan 
con Eros hijo de la Diosa y tam-
bién nos muestran su contra-
parte el despecho, los celos, la 
nostalgia, sentimiento a los cua-
les mortal alguno no escapa. 

“Morir en Benares” es el úl-
timo viaje y con este cierra el 
texto. El relato de la maravillo-
sa vivencia del escritor en la 
más sagrada de las ciudades del 
hinduismo: Benares, está car-
gado de simbolismo. Describe 
el imponente Río Ganges, lugar 
donde miles de creyentes acu-
den diariamente en las primeras 
horas del amanecer para sumer-
girse hasta la cintura, ofrendar 
y dar la bienvenida al universo 
y a su creador; además, muchos 
ancianos y enfermos terminales 
van a morir en Benares o Kas-
hi, como también se llama. En 
este pasaje se relata el mito de 
la diosa Gangá, pues: “El río 
Ganges no es un río al menos 
en el sentido en que los occi-
dentales estamos acostumbra-
dos a verlo. En realidad es una 
diosa…” (p. 108). 

Cada uno de los viajes carga-
do de historias míticas, de sim-
bolismo, de enseñanzas, des-
pierta el encantamiento por lo 
desconocido y deja abierta una 
ventana a la interpretación e 
imaginación del lector; además, 
deja el anhelo de seguir disfru-
tando las experiencias de otros 
viajes que llenen el alma aven-
turera y lo espiritual que habita 
en cada uno de nosotros.

* Profesora de la Universidad Nacional 
Experimental de Guayana

los ritos llevados a cabo en la 
antigüedad clásica ante el ma-
jestuoso oráculo del dios de la 
videncia y la adivinación: Apo-
lo, descrito como: “un lugar 
donde la magia y el misterio se 
dieron la mano para crear una 
atmósfera verdaderamente sor-
prendente” (p. 65). Este pasaje 
encanta y sorprende por la ma-
ravillosa narración de los mitos 
cuyas prácticas oraculares per-
sisten aún después de tantos si-
glos y que, tal y como lo afirma 
el escritor: “…Continúan escu-
chándose a través de nuestros 
sueños, a través de nuestros 
pálpitos cuyo aguijón nos des-
pierta en sobresalto” (p. 72). 

En su séptimo viaje titulado: 
“Segovia: un alcázar real una 
pensión de mala muerte”, el au-
tor nos describe la especial ex-
periencia vivida al encontrar la 
Casa Museo de Antonio Macha-
do, poeta que vislumbró la Be-
lleza y luchó siempre por la li-
bertad. Expone: “Por Cantares 
lo recordaremos eternamente: 
Caminante no hay camino/ se 
hace camino al andar/ Cami-
nante no hay camino/ sino es-
telas en la mar…” (p. 81). 

“Titicaca: penetrando en el 
umbral de lo sagrado”, es el oc-
tavo viaje donde se narra la vi-
sita al majestuoso lago Titicaca, 
entre el Perú y Bolivia. Es en 
este viaje donde la experiencia 
mística más sorprendente, a mi 
modo de ver, es descrita entre 
sueños y déjà vu que el autor 
vive y que prodigiosamente re-
laciona con sus conocimientos 
mitológicos. 

“Afrodita, Eros y el Amor”, es 
el noveno pasaje que llena con 
gran sutileza y encanto el rela-
to de las reflexiones que oca-
siona en el autor el contemplar 
la belleza del cuadro: “El naci-
miento de Venus” de Sandro 
Boticelli, que se halla en la ga-

ventana



 c
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Autor: Bernardo E. Flores O.
Título: Morir en Benares. Cuaderno de 
viajes.
Editorial: Universidad de Los Andes.
Año: 2007
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La escena internacional está plagada de 

confrontaciones, terrorismo, bombardeos y pugnas por 

los intereses económicos y políticos. Disputas de vieja 

data que se hacen cada vez más complejas y nuevos 

focos de enfrentamientos violentos marcan la pauta de 

la agenda alrededor del mundo

Alta tensión
Javier Contreras, s.j.*
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n Latinoamérica hay una serie de países que en-
cajan dentro del molde de conflictividad que se 
ha instalado. Brasil con su conocida crisis polí-
tica; Argentina con las crecientes manifestaciones 
de descontento popular contra las medidas eco-
nómicas del gobierno de Mauricio Macri; Colom-
bia y Perú que ante la devastación sufrida por 
catástrofes naturales, muestran la fragilidad en la 
que viven los sectores rurales y empobrecidos 
(que no son pocos) como consecuencia de las 
brechas sociales existentes, dan cuenta de nive-
les importantes de enfrentamientos sociales.

Ahora bien, si de tensión se trata, en la región 
son dos los países que lideran esta lista, Ecuador 
y Venezuela. Ecuador sufrió un trauma pos elec-
toral que de alguna manera era previsible por lo 
polarizada que está la preferencia política. Ante 
la ajustada victoria del oficialista Lenín Moreno 
en los comicios presidenciales, su contrincante, 
el opositor Guillermo Lasso, denunció lo que 

Telesur

para él constituyó un fraude electoral. La mane-
ra de presentar los resultados, la noche del 2 de 
abril, no fue todo lo pulcra que pudo ser, lo que 
generó suspicacias respecto a la probidad de los 
miembros del Consejo Nacional Electoral y las 
firmas auditoras autorizadas para tales fines. 

Con cierto halo de duda, con la sombra de 
un autoritario presidente saliente, Rafael Correa, 
y con la certeza de que la conflictividad interna 
entre sectores que apoyan y sectores que adver-
san a la llamada revolución ciudadana, proyec-
to político que le sirvió de plataforma al presi-
dente electo, Lenín Moreno, los meses por venir 
serán claves para la gobernabilidad en Ecuador. 

Por su parte, referirse a Venezuela es referir-
se a fragmentación social, protestas constantes, 
enfrentamiento entre los Poderes Públicos y un 
alarmante índice de violencia general. El trato 
que la Organización de Estados Americanos 
(oea) ha dado a la situación, condenando la ac-
tuación del Gobierno e instándolo a respetar los 
canales democráticos de participación electoral 
y el derecho a la disidencia, se suma a las de-
claraciones de representantes diplomáticos y 
diputados de otros países que manifiestan su 
preocupación ante la crisis política y económica 
instalada en el país. 

También hay que mencionar que aunque en 
menor número, una serie de naciones han apo-
yado al Gobierno venezolano, respaldando su 
actuación y justificándola como una respuesta 
a lo que ellos consideran violación a la sobera-
nía, injerencia y arremetida contra un modelo 
progresista que reivindica la dignidad de los 
habitantes. Evidenciar las dos visiones que se 
tienen sobre la situación venezolana, identifi-
cando de dónde y de quiénes proviene cada 
argumento, aclara la importancia que tiene pa-
ra el mundo; una importancia realmente menor 
a la que suelen creer representantes del Gobier-
no y de la oposición.

Estados Unidos envía misiles y mensajes
Trump no es Obama, eso ahora lo saben to-

dos, incluso los que sospechaban que el actual 
Presidente no actuaría en concordancia con su 
discurso agresivo. Luego del bombardeo que se 
ordenó desde Washington a la base aérea de 
Shayrat, en la ciudad de Homs, al oeste de Siria, 
la línea de la política exterior de la potencia nor-
teamericana queda clara y producirá una serie 
de movimientos a los que hay que estar atentos.
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 A diferencia de la pasada administración, la 

actual ha optado por participar abierta y delibe-
radamente en un conflicto que como se sabe, 
desde el inicio, es mucho más que un problema 
localizado e involucra intereses de varios países. 
Rusia, Irán y el propio Estados Unidos han ju-
gado un papel determinante en la guerra que 
ya cumplió seis años, sin que eso haya signifi-
cado, hasta ahora, el rol protagónico que ad-
quieren tras la acción militar que según fuentes 
oficiales sirias dejó seis militares fallecidos y al 
menos nueve civiles muertos1.

Entonces caben dos preguntas: ¿Por qué tomar 
esa decisión en este momento? ¿El pretendido 
golpe es exclusivamente para el régimen de Bas-
har al-Ásad? En cuanto al momento, la explica-
ción de Trump y su equipo de asesores es el 
ataque que el ejército sirio realizó con armas 
químicas a población civil, ataque que partió 
desde la misma base que fue blanco de los mi-
siles tomahawk que utilizaron las tropas nortea-
mericanas. Ante el cuestionamiento sobre la ve-
racidad del uso de armas químicas en Siria, 
Trump afirmó: “No hay duda de que Siria usó 
armas químicas prohibidas, violó sus obligacio-
nes bajo la Convención de Armas Químicas e 
ignoró las demandas del Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas”2.

Las declaraciones del Presidente incluyen al 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, ins-
tancia fuertemente criticada por diversos países 
que la consideran incapaz de frenar las preten-

siones guerreristas de los Estados, de igual ma-
nera que causa descontento su conformación, 
según la cual los cinco miembros principales 
concentran una serie de atribuciones que juegan 
en contra de los intereses de las naciones emer-
gentes y con menos capacidad armamentista. 

Respondiendo a la segunda de las interrogan-
tes planteadas, está claro que al-Ásad y el go-
bierno que encabeza no es el destinatario único, 
tampoco el principal, del mensaje con forma de 
misil. La advertencia es también para Corea del 
Norte, China y Rusia, países que ya acusaron 
recibo de la misiva y cada uno a su manera da-
rá la respuesta que considere más apropiada. 

Corea del Norte ha ratificado su intención de 
seguir adelante con el desarrollo de armamento 
basado en energía nuclear, argumentando que 
es para su defensa. La nueva línea de pensamien-
to en China no parece estar dispuesta a chocar 
frontalmente con su socio norteamericano, pero 
va a seguir condenando este tipo de acciones 
por parte de Estados Unidos. Rusia insiste en 
defender al gobierno sirio, con lo que a corto 
plazo no aparece en el horizonte un entendi-
miento con Washington. La escena está dispues-
ta para mayor beligerancia y conflictividad.

No se puede olvidar una variable importante 
como es el mensaje fronteras adentro de Estados 
Unidos. Las decisiones de Trump y su equipo 
buscan tener un efecto en sus conciudadanos, 
principalmente en los representantes del partido 
Demócrata a quienes abierta o sutilmente seña-
lan de ser corresponsables, por inacción, de si-
tuaciones como las que vive Siria. Para ver esto, 
ayuda esta sentencia del Presidente: “Años de 
intentos previos para cambiar el comportamien-
to de al-Ásad han fracasado y de forma muy 
dramática. Como resultado, la crisis de los refu-
giados se sigue agravando y la región continúa 
desestabilizándose, amenazando a Estados Uni-
dos y sus aliados”3. Parece que el policía del 
mundo está convencido de su deber. La diplo-
macia internacional será puesta a prueba. 

Atentados terroristas:  
temor y destrucción global
Ciudades de Gran Bretaña, Rusia, Suecia, Egip-

to y Alemania sufrieron, en menos de un mes, 
ataques calificados como terroristas. El fanatismo 
y la irracionalidad son el combustible de acciones 
que siembran dolor, acciones que al mismo tiem-
po se hacen tan recurrentes como imprevisibles, Marine Le Pen.	 Newsweek
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haciendo de cualquier lugar el espacio propicio, 
y de cualquier persona la víctima necesaria.

Hay que señalar que en lo aleatorio de los 
blancos radica parte de la dificultad para esta-
blecer planes de seguridad que ayuden a dismi-
nuir la frecuencia y letalidad de estas acciones. 
De los atentados aquí citados, los de Londres y 
Estocolmo ocurrieron en vía pública, teniendo 
como destinatarios a transeúntes, turistas o lu-
gareños que distan de ser figuras políticas o re-
ligiosas. Lo ocurrido en San Petersburgo fue en 
un vagón del metro, modus operandi que apues-
ta por la cantidad de afectados y el impacto que 
puede causar.

El caso de Dortmund es muy llamativo, no 
porque sea novedoso el hecho de colocar un 
artefacto explosivo en un autobús; es llamativo 
por tratarse del vehículo que transportaba al 
equipo de fútbol de la localidad, el Borussia 
Dortmund, quien se dirigía al estadio de la ciu-
dad para jugar un partido de la prestigiosa 
Champion ś League4. Ni la seguridad propia de 
este tipo de espectáculos donde se invierten mi-
llones de euros en premios y publicidad, resulta 
un freno para las apetencias de grupos decididos 
a ganar en notoriedad con la espectacularidad 
de sus acciones.

Sin duda que los atentados que cumplieron 
con el guion más tradicional fueron los aconte-
cidos en Egipto. Dentro de la iglesia de San Jor-
ge, en la localidad de Tanta, explotó una bomba 
que arrojó como saldo veintiocho fallecidos y al 
menos setenta heridos. A las afueras de la cate-
dral de Alejandría, un atacante suicida mató a 
diecisiete personas e hirió alrededor de cuaren-
ta luego de detonar la carga que transportaba 
en su cuerpo. Ambos sucesos se registraron el 
domingo de ramos, fecha importante que con-
grega en masa a los cristianos que, en un país 
de mayoría musulmana, siguen siendo vulnera-
bles ante la intolerancia del fanatismo radical.

Más de 65 muertos y más de un centenar de 
heridos dejan estos cinco atentados reivindica-
dos por el autoproclamado estado islámico, or-
ganización que al mismo tiempo que suma víc-
timas desprestigia a la enorme cantidad de mu-
sulmanes que nada tienen que ver con la vio-
lencia y el terrorismo. En esta espiral de miedo 
la estrategia sigue siendo vender la idea de que 
la confrontación es del Occidente con el Orien-
te. Si la mayoría de las sociedades y la dirigencia 
política de las naciones más poderosas reafirman 

esa creencia con acciones vejatorias contra per-
sonas solo por su procedencia o credo, estarán 
jugando a favor de los terroristas. Se requiere el 
difícil equilibrio entre ley y justicia, binomio po-
co común en este tiempo. 

A tener en cuenta
Francia elegirá Presidente. Para cuando esta 

edición de SIC esté en circulación ya se conoce-
rán los resultados de la primera ronda en la que 
todo indica que no habrá ganador definitivo. 
Marine Le Pen, representante de la ultraderecha, 
y Emmanuel Macron, señalado como el candi-
dato del centro, parten como los candidatos con 
mayor opción. En el contexto actual de la Unión 
Europea, marcado por el brexit y tensiones in-
ternacionales, estas elecciones son de suma im-
portancia.

*Miembro del Consejo de Redacción de SIC. 

Notas 

1	 Datos suministrados por la Agencia Oficial Siria (sana).  

Tomada del portal www.lavanguardia.com 07/04/2017.

2	 Parte de la declaración oficial de Donald Trump sobre el bombardeo a Siria. 

Tomada del portal www.bbc.com 07/04/2017. 

3	  Ibíd. 

4	  Competición organizada por la Unión de Asociaciones Europeas de Fútbol (uefa). 

Emmanuel Macron.	 The independent
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La oposición se moviliza frente a 

las pretensiones dictatoriales de un 

Gobierno abocado a defender sus 

cuotas de poder. Las causas de la 

grave crisis que atraviesa el país 

deben de esperar, importa más 

armar a la población y reprimir las 

protestas

sión Nº 156, formalizó algo que 
desde hace ya un tiempo había 
hecho tímidamente: usurpar las 
funciones de la an. En dicha 
decisión se consideró que, vis-
to “el desacato” en el que se 
encuentra incurso la an, la Sala 
Constitucional “garantizará que 
las competencias parlamenta-
rias sean ejercidas directamen-
te por esta Sala o por el órgano 
que ella disponga, para velar 
por el Estado de Derecho”; es 
decir, el tsj se auto impuso las 
competencias que la Constitu-
ción asigna a la an.

Pocos días antes de esta sen-
tencia, y a raíz del acuerdo al-
canzado en la an en el que so-
licitaban la aplicación de la Car-
ta Democrática Interamericana, 
el tsj fijó una serie de límites a 
la inmunidad parlamentaria, por 
lo que dejó abierta la puerta pa-
ra el enjuiciamiento de los di-
putados opositores. En definiti-
va, la an quedaba así anulada, 
se consumó un golpe de Estado 
y no es precipitado señalar que 
nos encontramos en una nueva 

Delirio por  
el poder Estamos viviendo uno de los mo-

mentos más oscuros y escanda-
losos de nuestra historia con-
temporánea. La pretensión por 
lograr consolidar una hegemo-
nía en el poder es abusiva y va 
en contra de toda lógica y prin-
cipio democrático fundamental. 
El objetivo del Gobierno nacio-
nal parece ser muy claro, no hay 
intención de ocultarlo, quiere 
servirse de todo el poder; para 
ello está dispuesto a deshacer 
todo el aparato institucional y 
el orden constitucional. 

Las constantes arremetidas 
en contra de la Asamblea Na-
cional (an), desde que esta asu-
miera un nuevo período en 
enero de 2016, pareciera que 
han llegado a una etapa cum-
bre, tal vez un punto de no re-
torno, puesto que el Gobierno 
nacional ha demostrado en to-
da su robustez las intenciones 
que le movilizan. A través del 
tsj se propinó el que ha sido el 
mayor golpe al Estado de De-
recho en los últimos años. La 
Sala Constitucional, en su deci-
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etapa del proceso bolivariano: 
la dictadura.

La burda decisión del tsj tuvo 
efectos inmediatos. Inesperada-
mente la fiscal general, Luisa Or-
tega Díaz, se pronunció pública-
mente en contra de la sentencia 
y alegó que se trató de una “rup-
tura del hilo constitucional”. Si 
bien sus palabras no trascendie-
ron en mayores acciones, sí re-
presentaron un hito constitucio-
nal si consideramos cómo desde 
hace más de diez años todos los 
poderes públicos se han focali-
zado en responder al interés par-
tidista oficial que huye de cual-
quier disentimiento. No obstan-
te, los otros miembros del Poder 
Ciudadano se avocaron en res-
paldar la decisión del tsj.

A nivel internacional el efecto 
para el Gobierno fue devasta-
dor, ya que diversos países de 
todo el mundo, así como orga-
nismos internacionales, recha-
zaron la decisión del tsj e hicie-
ron un llamado para que se res-
petara la Constitución y además 
se buscara una salida pacífica y 
electoral a la profunda crisis que 
está atravesando el país. La pre-
sión fue tal que el Gobierno na-
cional, quien previamente ne-
gaba todas las acusaciones, fi-
nalmente decidió desandar so-
bre sus propios pasos y convo-
car a una reunión del Consejo 
de Defensa de la Nación para 
discutir y enfrentar la situación. 
Para dicho encuentro asistieron 
altos funcionarios del Gobierno, 
así como los presidentes de los 
distintos Poderes Públicos, con 
excepción de la fiscal general y 
de la an; en ella se emplazó al 
tsj a que revisara las últimas de-
cisiones que había tomado y de 
esta forma aliviar la “controver-
sia” surgida entre los poderes.

Pero, la verdad sea dicha, lo 
que cometió el tsj fue un delito, 
los magistrados que firmaron 
dichas sentencias debían ser 
destituidos y procesados; ade-
más de dar inicio al procedi-
miento para la designación de 
nuevos magistrados; pero nada 
de esto sucedió.

La evidencia más grande del 
exabrupto cometido se dio cuan-

do, a los pocos días del exhorto 
que se hiciese desde el Consejo 
de Defensa, el tsj publicara dos 
nuevas sentencias donde revisa-
ba y aclaraba las anteriores. Con 
ello se admitió que se cometió 
una falta grave, la interrupción 
del hilo constitucional y la usur-
pación de funciones. No obstan-
te, ello no se hace explícito en 
estas dos sentencias; tan solo 
matizan un poco y suprimen al-
gunos párrafos sin cambiar real-
mente la esencia o las intencio-
nes de la Sala; es decir, sostener 
que la an se encuentra en des-
acato y mantener la repartición 
de sus competencias entre el tsj 
y el Ejecutivo.

Esto, lejos de frenar las ten-
siones, fue un acicate. El presi-
dente Maduro puso en eviden-
cia frente al país y la comuni-
dad internacional la inexistente 
independencia de los poderes 
públicos al estar todos someti-
dos y respondiendo a una vo-
luntad política partidista que les 
marca la pauta.

El Gobierno pretendió arre-
glar una inconstitucionalidad 
con otra. Su vocación dictatorial 
es evidente. Estos últimos epi-
sodios son el resultado de un 
largo proceso que comenzó ha-
ce años. Ya lo hemos reseñado 
incansablemente en las anterio-
res ediciones, para el Gobierno 
no es necesario disponer del 
derecho para crear el orden, es-
te se ubica por sobre todo el 
aparato normativo, es por ello 
que el “orden” depende solo de 
aquello que él discrecionalmen-
te quiere que sea considerado 
como tal. De hecho, su propues-
ta no es normativa sino militar. 
La respuesta gubernamental ha 
sido la de reafirmarse como una 
instancia que tiene bajo su con-
trol el poder militar, que dispo-
ne de las fuerzas armadas, mi-
licias y grupos paramilitares, 
todos fuertemente armados y 
dispuestos a hacer lo necesario 
para subsistir y preservar sus 
cuotas de poder. Como muestra 
evidente de ello, el presidente 
Maduro, en un acto en el centro 
de Caracas con motivo del ani-
versario de las llamadas milicias 

bolivarianas hizo un llamado al 
pueblo venezolano a que o se 
está con “la patria”, o con “la 
traición a la patria”; luego ame-
nazó y llamó a la “insurrección” 
de sus grupos armados en caso 
que se presente un intento de 
golpe de Estado.

 En esta misma línea afianzó 
su vocación belicista y admitió 
que se aprobaron nuevos recur-
sos para expandir la milicia na-
cional bolivariana a quinientos 
mil milicianos, con todos sus 
equipos y garantizar que cada 
uno tenga un fusil. De todo es-
to algo sí es seguro: no hay por 
los momentos elecciones, no 
hay medicinas, el aparato pro-
ductivo está destruido; pero lo 
que sí hay son armas y la deci-
sión de utilizarlas con indiscre-
ción para defender su poder, 
cueste lo que cueste. 

¡No marcharás!
A raíz de lo que ha sido ca-

lificado como un “golpe de Es-
tado”, la oposición decidió mo-
vilizarse en conjunto para exi-
gir, por un lado, que la Defen-
soría del Pueblo reuniera al 
Consejo Moral Republicano e 
iniciara el proceso de destitu-
ción de los magistrados que fir-
maron la sentencia 156; y por 
el otro, mantener el llamado a 
que se realicen elecciones y la 
apertura de un canal humani-
tario. Las diversas marchas y 
concentraciones se realizaron a 
todo lo largo del país. 

El Gobierno nacional respon-
dió desplegando lo que llamó 
el Plan Zamora en su etapa Ver-
de, una acción cívico-militar que 
buscaba “la paz” combatiendo 
contra factores de perturbación 
(como las protestas opositoras), 
en el que participaban diversos 
organismos públicos y, como el 
anuncio de una tragedia, civiles 
armados (colectivos).

La represión fue brutal y está 
recogida en cantidad de imáge-
nes que circularon por las redes 
sociales. En la mayoría de los 
casos se denunció la presencia 
de civiles armados que ame-
drentaban a manifestantes con 
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la venia de los cuerpos de segu-
ridad, una práctica que es ya rei-
terada y demuestra el talante fa-
cineroso del Gobierno. En total, 
se estima un aproximado de 
más de mil detenciones y lamen-
tablemente veintiséis fallecidos, 
entre ellos cuatro adolescentes.

Lo que dice y hace la fiscal
La fiscal general de la Repú-

blica sorprendió a todos con sus 
declaraciones que se desmarca-
ron de las sentencias del tsj, ale-
gando no solo la ruptura del 
orden constitucional, sino tam-
bién “desconocimiento del mo-
delo de Estado consagrado en 
nuestra Constitución”. Pero, 
además, la fiscal lanzó contun-
dentes críticas en materia de se-
guridad interna e informó al 
país, con cifras en mano, la en-
vergadura de la situación de in-
seguridad que atravesamos. 

 Así las cosas, dijo que, según 
cifras del Ministerio Público, 
durante el 2016 la tasa de ho-
micidios se ubicó en 70,1 por 
cada 100 mil habitantes, lo que 
significa que un total de 21.752 
personas fueron víctimas de ho-
micidios dolosos o intenciona-
les, feminicidios, sicariatos y re-
sistencia a la autoridad. De este 
total, el 55,4 % responde a jó-
venes de entre 15 y 30 años, 
siendo para ella un “trágico sal-
do que atenta contra nuestra 
generación de relevo”; pero, 
además, el 86,6 % fue asesinado 
con armas de fuego.

Reseñó que el mp registró un 
total de 4.667 casos de personas 
fallecidas a manos de efectivos 
policiales, de allí que 4.441 fun-
cionarios de diversos cuerpos 

de seguridad del Estado fueron 
imputados por estar presunta-
mente incursos en hechos vio-
latorios de los derechos huma-
nos. Además, fueron acusados 
635 efectivos y 266 fueron con-
denados por incurrir en delitos 
como homicidios, torturas, tra-
tos crueles, violaciones de do-
micilios y privaciones ilegítimas 
de libertad.

Con respecto a las olp, fusti-
gó la violencia con la que son 
implementadas y detalló que se 
contabilizaron 241 muertes en 
el marco de estas operaciones.

También hizo énfasis en que 
3.165 personas fueron imputa-
das, 2.176 acusadas, y 979 con-
denadas por delitos estableci-
dos en la Ley contra la corrup-
ción. Las cifras presentadas por 
la fiscal demuestran una parte 
importante de la crisis que es-
tamos atravesando, pero se re-
quiere no solo de palabras, sino 
de hechos concretos que mate-
rialicen las denuncias implícitas 
y explícitas que ha hecho. 

Por otra parte, en otro acto, 
la fiscal presentó el informe fi-
nal de la Comisión por la justi-
cia y la verdad, que investigaba 
los hechos y violaciones a los 
derechos humanos ocurridos 
luego del 23 de enero de 1958 
hasta 1998, destacando que en 
ese período se logró detectar 
que al menos 10.071 personas 
fueron víctimas de persecución 
por motivos políticos, 459 des-
apariciones forzadas, por ello 
instó a los organismos del Es-
tado a que se avoquen en la 
reparación y reivindicación de 
las víctimas de esa época; eso 
sí, sin reseñar explícitamente 
ninguna intención por investi-
gar las constantes denuncias de 
violación y persecución política 
que se han sucedido desde 
1999 hasta la actualidad.

Pidiendo ayuda
Fue una noticia tímida en 

medio de la vorágine desatada 
por el momento político. El pre-
sidente Maduro hizo solicitud 
formal de ayuda a la onu para 
paliar la grave situación de ca-
restía de medicinas. 

El anuncio se produce luego 
que el pnud hiciera una serie de 
recomendaciones al Gobierno 
venezolano para mejorar la ca-
lidad de vida de la población. 
Se estima, según datos aporta-
dos por la Federación Farmacéu-
tica Venezolana, que existe un 
85 % de escasez de medicamen-
tos en el primer trimestre de es-
te año. Muchos pacientes redu-
cen las dosis de sus tratamientos 
y otros, mayoritariamente, no 
disponen de ella, ocasionándo-
les problemas severos a su salud, 
incluso la muerte.

Con respecto a los fabricantes 
nacionales, estos trabajan por 
debajo del 50 % de su capaci-
dad y su improductividad tiene 
como origen la falta de dólares 
para acceder al mercado inter-
nacional y adquirir la materia 
prima necesaria para la elabo-
ración de las medicinas.

vida
 na

c
ional
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El libro que hoy presenta la Compañía de 
Jesús es el retrato familiar del camino vivido 
a lo largo de sus 100 años en Venezuela 
(1916-2016). El autor, padre Joseba Lazcano, 
se ha esmerado en escudriñar archivos, 
entrevistar conocidos y, sobre todo, hilar con 
pasión la narrativa de las idas y venidas de 
la presencia ignaciana en el país. Joseba ha 
logrado con su empeño y cariño que este 
libro vea hoy la luz.

Este libro quiere expresar el profundo 
deseo de la familia ignaciana de ir más 
allá de las palabras celebrativas. En estos 
momentos tan difíciles, especialmente 
para los sectores populares, quiere 
seguir sembrando esperanza, 
recordando las palabras de Anatole 
France: “Nunca damos tanto como 
cuando damos esperanza”.

Con respeto y agradecimiento a 
los profesionales de la historia y 
sin desmedro de la verdad de los 
hechos y procesos recogidos, 

este libro quiere ofrecer unos relatos 
familiares, escritos con ternura histórica y 
hasta con buen humor. Nos comprendemos 
mejor comprendiendo nuestra historia.


